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REsUMEN
La regulación en vigor desde 2011 en Cataluña pretende poner el énfasis 
en la capacidad natural de las personas y en el respeto a su autonomía en el 
ámbito personal y familiar. En este contexto, la institución de la asistencia se 
define como un medio de protección a disposición de las personas para las 
que, por sus condiciones psicofísicas, la incapacitación y los mecanismos 
subsiguientes de protección arbitrados por el sistema jurídico, ni son posi-
bles ni tan solo aconsejables. Este artículo pretende trazar las líneas maes-
tras de esta nueva institución a partir del estudio comparado con el Derecho 
civil italiano.
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ABstRACt
Catalan disability law passed in 2011 emphasizes the natural capacity of 
disabled and aged people aiming at respecting their personal and family 
autonomy. In this context, the institution of Asistencia or Amministrazione di 
sostegno is defined as a protective measure for people that both incapacita-
tion and related protective mechanisms developed by the legal system, are 
not possible or advisable. This article analizes the new institution comparing 
the Catalan regulation with Italian civil law.
KEY WORDs
Assistance, natural capacity, disabled and aged people’s personal and 
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SUMARIO: 1. Introducción.–2. Presupuestos para que proceda la insti-
tución de la asistencia. 2.1 Presupuesto subjetivo. 2.2 Presupuesto 
objetivo.–3. El nombramiento del asistente. 3.1 Procedimiento de 
jurisdicción voluntaria. El Juez competente. 3.2 La cuestión de la legi-
timación activa para solicitar esta medida de protección. 3.3 Contenido 
de la resolución judicial de nombramiento del asistente. 3.4 Publicidad 
registral.–4. El asistente. Criterios para la elección de la persona que ha 
de desempeñar el cargo de protección. 4.1 La voluntad de la persona 
asistida. 4.2 La idoneidad de la persona que ha de desempeñar el cargo 
de protección.–5. El ejercicio de la asistencia. 5.1 Estatuto del asis-
tente. 5.2 Actuación del asistente en el ámbito personal y patrimonial 
de la persona vulnerable. 5.2.1 Las funciones del administrador de 
apoyo en la norma italiana y en su aplicación judicial. 5.2.2 La actua-
ción del asistente en la esfera personal y patrimonial de la persona prote-
gida.–6. Modificación y extinción de la figura de protección. 
6.1 Modificación de la asistencia. 6.2 Extinción de la figura de pro-
tección. La temporalidad de la medida.–7. La impugnación de los actos 
jurídicos del asistente y del asistido.–8. La responsabilidad de quien 
ejerce el cargo de protección. 
1. INtRODUCCIÓN
La Ley 25/2010, de 29 de julio, por la que se aprueba el Libro II 
del Código civil de Cataluña 2, relativo a la persona y la familia, 
afirma con solemnidad en su Preámbulo: «el ordenamiento civil 
debe hacer posible, no obstante las especiales necesidades de pro-
tección por razón de edad o de disminución psíquica o física, que 
todas las personas puedan desarrollar su proyecto de vida y tomar 
parte, en igualdad de derechos y deberes, en la vida social». En 
consecuencia, la regulación en vigor desde 2011 en Cataluña pre-
 2 En adelante CCCat.
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tende poner el énfasis en la capacidad natural de las personas y en 
el respeto a su autonomía en el ámbito personal y familiar, sin 
ignorar que la posibilidad de abusos reclama la previsión de meca-
nismos de control adecuados. Este es el contexto en el que se inser-
ta la institución de la asistencia, concebida como un medio de pro-
tección a disposición de personas para las que, por sus condiciones 
psicofísicas, la incapacitación y la tutela posterior a menudo ni son 
posibles ni tan solo aconsejables. Sigue la Exposición de motivos 
que el capítulo VI incluye la asistencia como una institución dirigi-
da al mayor de edad que lo necesita para cuidar de su persona o de 
sus bienes debido a la disminución no incapacitante de sus faculta-
des físicas o psíquicas. Se parte, así, de una concepción de la pro-
tección de la persona que no se vincula, necesariamente, a los casos 
de falta de capacidad, sino que, basándose en el libre desarrollo de 
la personalidad, mira más bien a ciertas situaciones de vulnerabili-
dad que pueden precisar una protección jurídica. En línea con las 
directrices de la Recomendación R (99) 4, del Comité de Ministros 
del Consejo de Europa, de 28 de febrero de 1999, y con los prece-
dentes existentes en diferentes ordenamientos jurídicos del entorno 
de Cataluña, se considera adecuado un modelo de protección, para-
lelo a la tutela o la curatela, que no implique incapacitación del 
beneficiario. Esta tendencia también aparece sustentada en la Con-
vención de la ONU sobre los derechos de las personas con discapa-
cidad, de 13 de diciembre de 2006, ratificada por el Estado español 
el 3 de mayo de 2008 3.
 3 Artículo 12.3 de la Convención ONU: «Los Estados Partes adoptarán las medidas 
pertinentes para proporcionar acceso a las personas con discapacidad al apoyo que puedan 
necesitar en el ejercicio de su capacidad jurídica». De hecho, tal y como afirman los autores, 
la recepción de la Convención ONU por el Estado español está obligando a proceder a una 
íntegra revisión legislativa del sistema tuitivo en todas las normativas civiles vigentes en el 
Estado, cfr. García Cantero, G., «Los derechos de los mayores en la Convención de 
Nueva york de 13 de diciembre de 2006 sobre personas con discapacidad», Revista de Dere-
cho de familia y de las personas, 2013, núm. 1, p. 22; Vivas Tesón, I., «Una propuesta de 
reforma del sistema tuitivo español: proteger sin incapacitar», Revista de Derecho Priva-
do, 2012, núm. 5, p. 4. En cualquier caso, la tendencia a la revisión de las instituciones de 
protección de la persona y el análisis crítico del derecho civil vigente en esta materia es algo 
que viene de antiguo, y que la doctrina ha ido reiterando hasta la actualidad, véase, como 
una pequeña muestra, comenzando después de la reforma del Código civil operada median-
te Ley 13/1983, de 24 de octubre, Díez-Picazo y Ponce de León, L., «Comentario al 
artículo 199 del Código civil», en Amorós Guardiola, A., y Bercovitz Rodríguez-
Cano, R., Comentarios a las reformas de nacionalidad y tutela, Madrid, 1984, p. 178 y ss.; 
García-Ripoll Montijano, M., La protección civil del enfermo no incapacitado, Barcelo-
na, 1993; Martínez Díe, R., La protección jurídica de discapacitados, incapaces y perso-
nas en situaciones especiales, Madrid, 2000; Pérez de Vargas Muñoz, J., «La autotutela: 
una institución a regular por nuestro Código civil», Revista de Derecho Privado, 2001, 
núm. 6, especialmente la p. 939; Prida Migoya, F., «La autotutela», en Serrano García, 
I. (coord.), La protección jurídica del discapacitado, Valencia, 2003, pp. 60 y ss.; De 
Amunátegui Rodríguez, C., «¿Crisis de la incapacitación? La autonomía de la voluntad 
como posible alternativa para la protección de los mayores», Revista de Derecho Priva-
do, 2006, núm. 1, pp. 9-67; Torres García, T., «Discapacidad e incapacitación», en Peréz 
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Esta explicación oficial de la introducción de la figura del asis-
tente tiene que situarse en la realidad fáctica de la reticencia de 
muchas familias a incapacitar a sus miembros que están afectados 
por alguna causa que de alguna manera les limita, puesto que la 
incapacitación judicial conlleva cierto matiz negativo que puede 
afectar a la autoestima, dignidad y posible curación o rehabilita-
ción del afectado. Por su parte el legislador, al socaire de los últi-
mos desarrollos internacionales, deja cada vez más claro que la 
incapacitación ha de ser el último recurso, puesto que en muchos 
casos es una solución demasiado radical, en la medida en que supo-
ne la privación de la capacidad de obrar. No se puede modificar el 
estado civil de la persona ni asumir el riesgo de deterioro de sus 
derechos fundamentales, aunque sea por causa legal y en interés 
del afectado, si hay otros medios menos gravosos 4. 
Desde este planteamiento, la tarea del legislador catalán ha 
sido, entre otras, la de analizar y ponderar las opciones posibles 
provenientes del Derecho comparado, esto es, examinar qué hay en 
otros ordenamientos, cómo han abordado y resuelto problemas 
semejantes, con qué técnicas legislativas, cuál ha sido la regulación 
efectiva y su crítica. Señalan los autores del Libro II que la figura 
de la asistencia catalana está inspirada, fundamentalmente en la 
Betreuung del Derecho alemán (§ 1896 a 1908i BGB) 5. Se trata de 
de Vargas Muñoz, J., Protección jurídica patrimonial de las personas con discapacidad, 
Madrid, 2006, pp. 437-460; De Salas Murillo, S., «Hacia un estatuto de la persona con 
discapacidad intelectual: criterios de valoración», Anuario de Derecho Civil, 2010, 63, 
núm. 2, pp. 677-717; Medina Alcozm, M., «La ancianidad en el derecho civil», Revista de 
Derecho Privado, 2011, núm. 5, pp. 73-101; Serrano García, I., Autotutela, Valen-
cia, 2012; Díaz Alabart, S., «La protección jurídica de las personas con discapacidad 
psíquicas no incapacitadas», Revista de Derecho Privado, 2013, núm. 2, pp. 3-24.
 4 Este es el sentir, no sólo del legislador catalán sino de la entera sociedad, autonó-
mica y estatal. y de ello se hacen eco instituciones como la Fundación AEquitas que reite-
radamente han propuesto nuevas alternativas a la incapacitación de las personas vulnera-
bles. Véase por ejemplo la ponencia presentada en las Jornadas del 25 y 26 de abril de 2013 
del Centro de Estudios Jurídicos: «La discapacidad como hecho y su incidencia en el 
ámbito jurídico: distintos regímenes jurídicos y alternativas en el marco de la Convención» 
consultable en http://aequitas.notariado.org/liferay/c/document_library/get_file?p_l_id=1
2772&groupId=10228&folderId=415214&name=DLFE-93321.pdf
 5 El profesor Francisco Rivero Hernández, uno de los principales artífices de las 
aportaciones doctrinales en el proceso legislativo de elaboración del Libro II del CCCat, 
señala los ordenamientos alemán y francés como de referencia para el legislador catalán en 
la regulación de la asistencia: «el mismo planteamiento y parecida situación y realidad 
social –se refiere a la catalana– ha llevado al legislador alemán a crear la figura de la 
Betreuung (Ley de 12 de diciembre de 1990, modificada en 1998 por razones prácticas y 
económicas), y en Francia la sauvegarde de justice (Ley de 5 de marzo de 2007)» Rivero 
Hernández, F., «La reforma del Derecho de familia en el Código civil de Cataluña», en 
Barrada Orellana, R., Garrido Melero, M., y Nasarre Aznar, S. (coords.), 
El nuevo Derecho de la persona y de la familia, Barcelona, 2011, p. 69. y en otro lugar: 
«Para el Libro II han sido menos influyentes que otrora los Códigos francés (salvo muy 
recientes reformas) e italiano, aunque no han sido desestimados. Se han tomado en consi-
deración las últimas reformas de los Códigos germánicos de inicios de este siglo (alemán, 
holandés), sin preocupación mimética, y anglosajones» (La reforma…, cit., p. 50).
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una institución permanente de protección de la persona en quien 
concurre una limitación relevante o situación de dependencia, pero 
que, sin embargo, no hay necesidad de incapacitar judicialmente. 
Porque la idea básica de la asistencia es que se dota a la persona 
necesitada de una institución de protección estable sin declarar la 
incapacitación judicial. Los principios que presiden la institución 
alemana son los de necesidad (sólo si es estrictamente necesario se 
ha de recurrir al nombramiento de un asistente) y de subsidiaridad 
(sólo se atribuirán funciones al asistente en relación con lo que el 
asistido no pueda hacer por sí mismo), todo ello con exquisito res-
peto de la personalidad y voluntad del asistido, así como de sus 
decisiones anteriores. De este modo se produce la quiebra de la 
tradicional dicotomía capacidad/incapacitación, ofreciendo una 
alternativa a las tradicionales instituciones de la tutela y la curatela, 
que parten de la incapacitación, aunque sea parcial, de la persona. 
Con la ley de 12 de diciembre de 1990 desaparece en Alemania la 
incapacitación y la tutela o curatela de los mayores de edad. La 
asistencia no afecta el estado civil de las personas que necesitan 
ayuda para el cuidado de su persona y/o bienes, y sin embargo se 
les proporciona una institución protectora estable que velará por 
sus intereses. El contenido de la asistencia lo establece el tribunal 
en cada caso al tiempo del nombramiento del asistente con la posi-
bilidad, incluso, de nombrar representante legal del asistido para 
determinados actos jurídicos 6.
La Ley italiana 6/2004, de 9 de enero, reguladora de la «admi-
nistración de apoyo» 7, también con una fuerte influencia germáni-
 6 Cfr. Lamarca i Marqués, A. (dir.), Código civil alemán y ley de introducción al 
Código civil, Barcelona, 2008. Con respecto a Francia, que también ha sido citado como 
ordenamiento inspirador de la figura catalana de la asistencia, cabe destacar su reciente 
creación mediante reforma del Code en 2007, con un marcado carácter temporal (plazo 
máximo de un año renovable una sola vez), y en régimen de compatibilidad con otras figu-
ras de protección de la persona, como el tutor o el curador. Cfr. Gallego Domínguez, I., 
«La protección de las personas mayores en el derecho civil francés», en Gómez Gálli-
go, J. (coord.), Homenaje al profesor Manuel Cuadrado Iglesias, tomo I, Cizur Menor, 
Navarra, 2008, pp. 515-580; Caron-Deglise, A. (traducido del francés por E. Ernoult) 
«La capacidad de la persona protegida en la esfera personal en el Derecho francés tras la 
ley de 5 de marzo de 2007: ¿Respeto del principio fundamental de capacidad natural o 
capacidad parcial», en Pérez de Vargas Muñoz, J., La encrucijada de la incapacitación 
y la discapacidad, Madrid, 2011, pp. 221-230.
 7 Amministrazione di sostegno, la traducción es mía. Cabe citar como antecedente 
legislativo inmediato la propuesta de Ley C2189 presentada en la Cámara legislativa en el 
año 2001, que experimentó un largo y conflictivo iter legislativo hasta convertirse en la 
vigente Ley de 9 de enero de 2004. No obstante, desde mediados de los años 80 se intenta-
ba establecer en Italia una reforma del derecho de la persona en esta dirección, llegándose 
a presentar en la Cámara entre 1993 y 1997, hasta cuatro proyectos de ley que contempla-
ban la introducción de la nueva figura de protección. Todo empezó, como señalan algunos 
autores, aun antes, con la reforma psiquiátrica operada mediante Ley 180 de 1978, 
cfr. Ferrando, G. (traducido del italiano por J. M. López López) «Las figuras de protec-
ción de las personas vulnerables tras la reforma introducida por la Ley 6/2004, de 9 de 
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ca, introdujo la figura equivalente al asistente en el Código civil 
italiano, y lo hizo con las mismas finalidades y objetivos señalados 
ahora por el legislador catalán en la Exposición de Motivos del 
Libro II 8. Cumplido un tiempo desde la entrada en vigor de la nor-
mativa catalana sobre la asistencia, siendo aún incipiente su aplica-
ción a la realidad jurídica de este territorio 9, considero interesante 
el análisis comparativo con la regulación italiana, más incluso que 
su parangón con el modelo alemán o el de otros países europeos 10. 
y ello por dos motivos. En primer lugar, la opción de instaurar la 
asistencia o la administración de apoyo como una institución más 
de protección de la persona, sin optar por la supresión de la tutela o 
de la curatela o de ambas, identifica las dos legislaciones, que inci-
den en el poder de decisión de juez en cada caso, y le proporcionan 
un instrumento más al que podrá recurrir en su tarea de elaborar un 
«traje a medida» que encaje perfectamente en la situación particu-
lar de la persona vulnerable a la que haya de proporcionar protec-
ción. Esta es una diferencia esencial respecto al sistema legal ale-
mán que aleja profundamente el ordenamiento catalán de su 
enero», en Pérez de Vargas Muñoz, J., La encrucijada de la incapacitación y la disca-
pacidad, cit., p. 155.
 8 Artículo 1 Legge 9 gennaio 2004: «La presente legge ha la finalitá di tutelare, con 
la minore limitazione possibile della capacitá di agire, le persona prive in tutto o in parte 
di autonomia nell’espletamento delle funzioni della vita quotidiana, mediante interventi di 
sostegno temporaneo o permante». La reforma del Código civil italiano se entendió en el 
sentido de introducir nuevos fines y nuevos instrumentos en favor de las personas privadas 
total o parcialmente de su capacidad de autogobierno. Se operaba, así, un significativo 
cambio, no solo en el contenido regulado sino también en la propia terminología y en la 
concepción de la discapacidad. Cfr. Vocaturo, S., «L’amministrazione di sostegno: la dig-
nità dell’uomo al di là dell’handicap», Rivista del notariato, I, 2004, p. 242. 
 9 La única Resolución que he podido encontrar de las audiencias provinciales cata-
lanas a fecha de cierre del presente artículo es el Auto núm. 121/2012 de la Audiencia 
Provincial de Lleida, de 26.10. 2012, por el que se estima el Recurso de apelación formu-
lado tanto por el solicitante de la medida (una persona adulta que padece síndrome de 
down) como por el Ministerio Fiscal, contra la denegación en primera instancia de la soli-
citud de nombramiento de un asistente. Señala la Audiencia provincial que debe accederse 
a la petición formulada y nombrarse como asistente al hermano del solicitante, con funcio-
nes estrictamente patrimoniales que lleven consigo la modificación, aumento o disminu-
ción significativa de su patrimonio, y con obligación de rendir cuentas anualmente al Juz-
gado sobre su tarea como asistente. A pesar de lo incipiente de su aplicación en la provincia 
de Lleida, lo cierto es que la figura de la asistencia ha sido ampliamente aceptada por los 
Fiscales de esta demarcación (veáse http://www.sindromedown.net/index.php?idMenu= 
12&pag=17&int1=867) lo cual redundará en nuevas solicitudes y nombramientos en tiem-
pos venideros, especialmente entre el colectivo de personas que padecen síndrome de 
down. 
 10 Otros autores han planteado también la equiparación de ambas normativas, cfr. 
Vivas Teson, I., Una propuesta de reforma del sistema tuitivo..., cit., p. 38, y también su 
obra Más allá de la capacidad de entender y querer. Un análisis de la figura italiana de la 
administración de apoyo y una propuesta de reforma del sistema tuitivo español, Bada-
joz, 2012; García López, P. y Casas Planes, D., «La amministrazione di sostegno del 
derecho italiano y el asistente del derecho catalán: análisis comparativo», en Pérez de 
Vargas Muñoz, J., La encrucijada de la incapacitación y la discapacidad, cit., pp. 199-
218 (contenida en el CD-Rom de la obra).
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principal fuente inspiradora, al menos en cuanto a las consecuen-
cias prácticas de la incorporación de la figura.
En efecto, parece que en el proceso legislativo del Libro II 
CCCat, la opción por la supresión de la incapacitación de la perso-
na fue tomada en consideración, incluso muy seriamente, siendo 
eludida finalmente por resultar un poco prematura en nuestra socie-
dad y sistema jurídico 11. El resultado es una cierta acumulación de 
cargos de protección de la persona en el Libro II del CCCat 12, que 
provoca concurrencias no siempre fáciles de delimitar. En realidad, 
las figuras de la tutela y la curatela ya eran y siguen siendo suscep-
tibles de gradación flexible, permitiendo adaptar la sentencia de 
incapacitación a las condiciones particulares de cada persona. Ade-
más, el artículo 760.1 LEC advierte que la sentencia que declare la 
incapacitación debe determinar su extensión y límites, dejando 
meridianamente claro que debe acomodarse a las circunstancias 
específicas de cada caso 13. y, en fin, como intentaré poner de mani-
fiesto a lo largo de este trabajo, la regulación legal de la asistencia 
contiene algunas dificultades que tampoco ayudan a que una insti-
tución protectora en principio bien pensada, goce de un régimen 
jurídico claro.
Hay un segundo motivo por el que considero interesante anali-
zar el modelo italiano y es la ventaja temporal que presenta esta 
 11 Cfr. Rivero Hernández, F., La reforma…, cit., p. 52.
 12 Es preciso, de nuevo, transcribir el Preámbulo de la Ley 10/2005: «La presente 
ley mantiene las instituciones de protección tradicionales vinculadas a la incapacitación 
pero también regula otras que operan o pueden eventualmente operar al margen de ésta, 
ateniéndose a la constatación de que en muchos casos la persona con discapacidad o sus 
familiares prefieren no promoverla».
 13 A este respecto, cabe mencionar la propuesta de Santos Urbaneja en relación con 
los procedimientos judiciales de incapacitación, la llamada doble vía de carácter procesal 
que propone para los casos –muy frecuentes en la práctica– en los que el motivo desenca-
denante que conduce a presentar la demanda de incapacitación es la necesidad de realizar 
un acto determinado de carácter patrimonial al que la persona mayor o enferma ya no 
puede prestar el consentimiento. Este autor propone que se arbitre un procedimiento tipo 
para evaluar la capacidad de decidir de las personas respecto de ese acto concreto, y que se 
mantenga el procedimiento de evaluación general para los casos más complejos, que se 
acuda al Juzgado para someter al Juez si la persona cuya capacidad se cuestiona posee en 
el momento del examen la necesaria capacidad de autogobierno en relación al acto concre-
to que se pretende realizar. De esta forma, el examen será muy preciso porque se ajusta al 
acto concreto, y la resolución se centrará en resolver quien puede suplir la capacidad de 
obrar de la persona, en ese acto concreto, o si basta un complemento de capacidad o una 
asistencia para llevarlo a cabo. Así, la sentencia tendría unos efectos mucho más concretos, 
no produciría el efecto de constituir el estado de incapacidad; la persona mantendría la 
presunción de capacidad, excepto para el acto concreto en que se ha valorado que carece de 
capacidad para decidir. Se conseguirían los fines pretendidos y una vez rendidas las cuen-
tas ante el Juez por la persona habilitada para suplir la capacidad de la persona «inhábil», 
se procedería al archivo del procedimiento. Cfr. Santos Urbaneja, F., «Causa y motivo 
de la incapacitación civil. Una reflexión sobre el artículo 200 del Código civil», en Jorna-
das sobre Protección Jurídica en la Incapacidad (Actas de las II Jornadas celebradas en 
Logroño), 2007, pp. 155 y ss., consultable en http://www.fundaciontutelardelarioja.org/
archivos/libro_IIjornadas.pdf.
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legislación en su aplicación práctica. En efecto, el tiempo transcu-
rrido desde la entrada en vigor en 2004 de la ley italiana han servi-
do, entre otras cosas para poner de manifiesto problemas con los 
que se han encontrado los tribunales de este país, y las respuestas 
que han dado a los mismos. También la doctrina italiana ha sido 
prolífica en sus aportaciones 14. No cabe duda que la experiencia 
italiana puede resultar una importante aportación para los juristas, 
prácticos, investigadores, jueces, que hayan de aplicar la figura de 
la asistencia en Cataluña. Es previsible que aquí como ha ocurrido 
en Italia se recurra a partir de ahora cada vez más a esta figura de 
protección de la persona, en detrimento de los procedimientos de 
incapacitación parcial y total, que dan lugar al nombramiento de un 
tutor o un curador 15. Su mejor aceptación social y su mayor sinto-
nía con los principios de la Convención de Nueva york, pueden 
perfectamente conducirnos a una nueva topografía normativa, con 
el desplazamiento progresivo y el carácter cada vez más residual de 
la incapacitación. De manera que es interesante adelantarse a los 
problemas que, sin duda, surgirán en la aplicación de la figura de la 
asistencia en Cataluña, especialmente teniendo en cuenta lo escue-
ta de la regulación contenida en el CCCat, que deja abiertos muchos 
 14 Cfr. entre otros, Ferrando, G., L’amministrazione di sostegno. Una nuova forma 
di protezione dei soggetti deboli, Milán, 2005, Cendon, P., y Rossi, R., Amministrazione 
di sostegno, tomo I, Milán, 2009; Tagliaferri, C., L’ amministrazione di sostegno nell’in-
terpretazione della giurisprudenza, Limena, 2010. F. Garlisi, L’amministrazione di soste-
gno. Risposte giurisprudenziali ai quesiti della practica, Milán, 2012; Attisano, M. O., 
Tutela ed amministrazione di sostegno, Padua, 2012, Giovannini, D., «La tutela dei sog-
geti deboli nell’amministrazione di sostegno», Materiali per una storia della cultura giu-
ridica, 36, 2, 2006, pp. 541-543; Cian, G., «L’amministrazione di sostegno nel quadro 
delle esperienze giuridiche europee», Rivista di Diritto Civile, 2004, 50, II, pp. 481-495; 
Masoni, R., «Commentario articolo 404-408», en Cendon, P., Commentario al Codice 
civile, Milán, 2009, pp. 545-709; Alpa, G., Manuale di Diritto privato, Padua, 2005, 
pp. 229-233; Bessone, M., Istituzioni di Diritto Privato, Turín, 2011, pp. 116-122; Pala-
dini, M., «Amministrazione di sostegno e interdizione giudizile: profili sistematici e funziona-
lità della protezione alle caratteristiche relazionali tra il soggeto debole e il mondo esterno», 
Rivista di diritto civile, 2005, 51, V, pp. 585-602; Lavedini, G., «Prime brevi considerazioni 
sul puolo dell’ente locale nell’amministrazione di sostegno: L. 9 Gennaio 2004» Diritto di 
famiglia e delle persone, 2007, 36, 1, pp. 482-498; Antonica, M. C., «L’amministrazione 
di sostegno: un’alternativa all’interdizione e all’inhabilitazione, Familia e diritto, 2004, 
p. 258 y ss.; Coscioni, «L’amministrazione di sostegno non presuppone lo stato di incapa-
cità del beneficiario», Famiglia, Persone e Successioni, 2009, 10, pp.798-805; Bonilini, 
«Filiazione, e amministrazione di sostegno», Famiglia, Persone e Successioni, 2009, 3, 
pp.198-201; Landini, «Amministrazione di sostegno e autodeterminazione terapeutica», 
Famiglia, Persone e Successioni, 2008, 11, pp. 910-918; Cendon, Rossi, «Cenni sulla 
bozza di progetto di legge volto al rafforzamento dell’amministrazione di sostegno e all’a-
brogazione di interdizione e inabilitazione», in Famiglia, Persone e Successioni, 2007, 7, 
pp. 662-666.
 15 Giovanni Bonilini previó esta situación para Italia tras la entrada en vigor de la 
nueva figura: «non si è mancato di rilevare, peraltro, como sia facile pronosticare una 
progressiva, sotterranea, inespressa, disaplicazione dell’interdizione giudiziale e, a mag-
gior ragione, dell’inhabilitazione», Bonilini, G., «Comentario al artículo 404 Amminis-
trazione di sostegno», en Schlesinger, P., y Busneli, F. D. (dirs.), Il Codice Civile Com-
mentario, articolos 404-413, Milán, 2008, p. 64. 
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interrogantes. Asimismo, considero que la normativa italiana sobre 
la administración de apoyo puede proporcionar un modelo para los 
demás ordenamientos civiles españoles.
2.  pREsUpUEstOs pARA qUE pROCEDA LA INstItU-
CIÓN DE LA AsIstENCIA 
2.1 PRESUPUESTO SUBJETIVO
La asistencia se presenta como útil en el caso de personas con 
discapacidades físicas de cierta envergadura, personas mayores 
con deterioro físico importante o con alteraciones cognoscitivas, 
especialmente si no se hallan ya en fase terminal, o personas con 
impedimentos intelectuales –retrasos mentales no severos, analfa-
betismo– etc. El artículo 226-1 CCCat se refiere a la persona asis-
tida como «la persona mayor de edad que lo necesite para cuidar de 
ella misma o de sus bienes, debido a la disminución no incapaci-
tante de sus facultades físicas o psíquicas». Por consiguiente, no 
cualquier persona puede disponer de un asistente, sino únicamente 
quien lo necesite y para lo que lo necesite. Es lo que la doctrina 
alemana llama «principio de necesidad», que implica el carácter 
restrictivo tanto del nombramiento del asistente como de las fun-
ciones que, en cada caso, se le atribuyan. La necesidad es el núcleo 
justificador de la asistencia, que no se refiere al «cuidado» en un 
sentido meramente material, sino que ha de tener un contenido 
jurídico, tanto si se trata de la esfera personal como de la esfera 
material de la persona. En este sentido, el asistente no debe ser 
confundido con el cuidador de una persona dependiente 16. De con-
formidad con el artículo 404 del Codice civile italiano 17, la perso-
na susceptible de beneficiarse de la administración de apoyo es 
aquella que «como resultado de una enfermedad o de una discapa-
cidad física o mental se encuentra imposibilitada aunque sea par-
cial o temporalmente, para proveer a sus propios intereses» 18. 
Muestra, así, el ordenamiento civil italiano una total similitud con 
 16 Cabe traer a colación el § 1896(2) del Código Civil alemán, en adelante BGB, que 
establece que «un asistente legal sólo puede ser nombrado para un ámbito de funciones en 
que es necesaria la asistencia legal».
 17 En adelante CCIt.
 18 Señala al respecto Zambrano, «Al faltar la dicotomía entre incapacidad absoluta e 
incapacidad relativa (una, presupuesto de la interdicción, y la otra de la inhabilitación) se 
confirma la finalidad del administrador de apoyo legal quien deberá tutelar todas las situa-
ciones de desamparo posibles, independientemente de la tipología de la incapacidad» cfr. 
«La protección de los mayores entre el Código civil y la Ley Especial. La experiencia italia-
na» en Lasarte Álvarez, C. (dir.) La protección de las personas mayores, Madrid, 2007. 
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la normativa catalana, en tanto que ambas regulaciones extienden 
su ámbito de protección sobre la persona que cumple los dos requi-
sitos: es mayor de edad y está afectada por una disminución no 
incapacitante, por ejemplo, como concreta el legislador italiano, 
porque su limitación es temporal o es parcial. Ambas legislaciones 
se fundamentan, además, de una manera global en el principio de 
necesidad –no más protección que la necesaria y sólo en lo necesa-
rio–, concibiendo, no sólo la asistencia sino todas las instituciones 
de protección de la persona desde esta perspectiva 19.
En la literalidad del precepto catalán sólo las personas mayores 
de edad pueden ser dotadas de un asistente, lo que excluye a los 
menores de edad incluso aunque estén emancipados. Sin embargo, 
es perfectamente imaginable la necesidad de nombrar preventi-
vamente un asistente, en determinados casos como por ejemplo el 
del menor afectado de síndrome de down leve que, sin embargo, es 
capaz de llevar una vida independiente de sus progenitores 20, o 
para un emancipado por resolución judicial por imposibilidad de 
convivencia con sus padres o tutores 21. El código sí prevé que 
pueda adelantarse la necesidad de acudir a la tutela cuando llegue 
la mayoría de edad en el artículo 236-33 CCCat cuando regula la 
prórroga de la potestad parental que se puede acordar en la declara-
ción de incapacitación del hijo menor con efectos para cuando lle-
gue a la mayoría de edad y, sin embargo, no contiene esta previsión 
en el caso de la asistencia. El derecho civil italiano, más coherente 
y correcto técnicamente en este punto, sí contempla en su artícu-
lo 405 CCIt que se pueda nombrar a un asistente para el menor no 
emancipado que se encuentra en el último año de su minoría de 
edad. Tal nombramiento preventivo sólo adquirirá ejecutividad en 
el momento en que el beneficiario alcance la mayoría de edad 22.
 19 Véase el artículo 221-1 CCCat que aboga por un ejercicio de las funciones de 
protección de carácter personalista y en función de los intereses de la persona sobre la que 
recaen, permitiendo al máximo en cuanto sea posible el propio ejercicio de sus derechos. 
En Italia la ley de 2004 llevó consigo la reforma del artículo 414 CCIt titulado, «personas 
que pueden ser incapacitadas», con la eliminación del carácter obligatorio de la incapacita-
ción, que se subordina al hecho de que el mayor de edad o menor emancipado se encuentre 
en condiciones de enfermedad mental habitual que le convierta en absolutamente incapaz 
de proveer a sus propios intereses, y solo si tal medida es necesaria para asegurar su ade-
cuada protección. Cfr. Ferrando, G., «Las figuras de protección de las personas vulnera-
bles tras la reforma introducida por la Ley 6/2004, de 9 de enero», en Pérez de Vargas 
Muñoz, J., La encrucijada de la incapacitación y la discapacidad, Madrid, 2011, p. 162.
 20 Artículo 211-11 CCCat.
 21 Artículo 211-10 CCCat.
 22 ya he comentado que también la legislación italiana se inspiró en 2004 en el pre-
cedente alemán, en concreto, respecto a este aspecto, en el § 1908a BGB, que autoriza el 
nombramiento de un asistente para los mayores de 17 años aunque la asistencia solo des-
plegará sus efectos con la mayoría de edad. Cfr. Lamarca Marqués, A. (dir.), Código civil 
alemán, cit., p. 439. 
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En cuanto a la disminución no incapacitante que padece el 
beneficiario de la asistencia, parece que la idea clave radica en que 
se trata de personas que no tienen afectada su capacidad de obrar o 
que la tienen afectada en un grado que no justifica la incapacita-
ción 23. Como consecuencia de sus concretas circunstancias, estas 
personas no pueden cuidar de sí mismas o de sus bienes, pero aún 
así conservan una capacidad de discernimiento suficiente. Un 
ejemplo claro para el legislador es el retraso mental leve y así lo 
expone en el preámbulo de la Ley 25/2010 del Libro II CCCat. Sin 
embargo, la variedad de situaciones que pueden plantearse en la 
práctica plantea muchos interrogantes.
En los supuestos de existencia de una discapacidad psíquica, 
puede ocurrir que la persona vulnerable presente una importante 
dificultad o sea incapaz de expresar su voluntad o relacionarse con 
los demás, de manera que es ciertamente difícil o imposible la 
comunicación con el asistente a los efectos de que éste pueda res-
petar sus deseos e intereses en el desempeño de su función. Resulta 
difícil, en concreto, el ejercicio de esa capacidad de obrar de la que 
no se le quiere privar. El artículo 226-2 CCCat y, en sede de dispo-
siciones comunes, el artículo 221-4 CCCat, mencionan expresa-
mente la obligación de informar y respetar la voluntad y las opcio-
nes personales de quien, por su vulnerabilidad, precisa de esta 
medida de protección. Se han planteando multitud de supuestos 
dudosos en la jurisprudencia italiana en los que el papel del juez 
tutelar se torna decisivo en su valoración del caso concreto. Tan es 
así que, muy tempranamente, apenas iniciada la andadura de la ins-
titución de la administración de apoyo, se planteó la cuestión de 
constitucionalidad del artículo 404 CCIt por entender que no esta-
blece unos criterios claros para la distinción entre el presupuesto de 
una administración de apoyo y el de un tutor o un curador. Junto a 
ello, la doctrina criticó duramente la redacción de una norma que 
obligaba al juez ya no a rellenar lagunas sino más bien a delimitar 
conceptos legales confusos y oscuros 24. La Sentencia de la Corte 
 23 En esta dirección la doctrina empieza a realizar distinciones entre los términos 
jurídicos incapacidad e incapacitación, señalando que si bien en algún extremo responden 
a la misma idea, en cambio no son totalmente equivalentes. Cabe que una persona presente 
incapacidad para la realización de determinado o determinados actos jurídicos, lo cual 
significa que en ese aspecto concreto le falta capacidad natural (ausencia de las condicio-
nes necesarias de inteligencia, lucidez, y raciocinio suficientes para su puesta en práctica y 
para asumir las consecuencias). Por el contrario, el término jurídico incapacitación es una 
condición jurídica de la persona que afecta a su capacidad de obrar y constituye un estado 
civil, se opone no a capacidad natural sino a capacidad de obrar. Cfr. Gete-Alonso y 
Calera, M.ª C., «Capacidad de obrar y ejercicio de los derechos de la personalidad de la 
persona con discapacidad», en García Garnica, M.ª C., Estudios sobre dependencia y 
discapacidad, Cizur Menor (Navarra), 2011, p. 56. 
 24 Stanzione, P., «Amministrazione di sostegno, interdizione ed inabilitazione: 
rapporti ed interazione», en http://www.comparazionedirittocivile.it/prova/files/stanzio-
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Constitucional de 9 de diciembre de 2005, insistió, no obstante, en 
la potestad del juez para decidir en cada caso concreto mediante la 
comparación y diferenciación entre el presupuesto subjetivo para 
la aplicación del artículo 404 CCIt –l’amministrazione di sosteg-
no– y del artículo 414 CCIt –l’interdizione–. Ratificó el carácter 
subsidiario de la incapacitación, que ha de convertirse en una solu-
ción residual frente a los procedimientos de nombramiento de un 
administrador de apoyo para las personas, que aunque vulnerables, 
no son incapaces. Literalmente señalaba la sentencia que el juez 
puede recurrir a la medida más invasiva de la incapacitación «solo 
se non ravvisi interventi di sostegno idonei ad assicurare 
all’incapace siffatta protezione» 25. A partir de este momento se 
multiplicaron los Decretos de nombramiento de administrador de 
apoyo para supuestos muy diversos de minusvalías físicas y psíqui-
cas 26. Incluso aunque esta opción haya exigido una cuidadosa y 
específica interpretación del artículo 410 CCIt, que, como en Cata-
luña, prevé una continua interacción entre el administrador y la 
persona asistida y la obligación del primero de respetar la voluntad 
del asistido en el ejercicio de su función protectora. 
Un caso significativo es el de la Sentencia de la Corte de Casa-
ción italiana de 26 de octubre de 2011 27, que estima el recurso pre-
sentado contra la resolución dictada en fase de apelación por el 
tribunal de Turín, que a su vez confirmaba la decisión del juez tute-
lar de instar la apertura un procedimiento para la incapacitación de 
una persona para la que se había solicitado el nombramiento de un 
administrador de apoyo. El caso contempla la situación de una per-
sona que padece síndrome de down grave, con una persistente difi-
cultad para desarrollar las tareas y las funciones propias de su edad. 
ne_sostegno.pdf (fecha de la consulta: junio 2013). p. 24, Failla, M. C., «I poteri del 
giudice tutelare», en Ferrando, G., L’Amministrazione di sostegno. Una nuova forma di 
protezione dei soggetti deboli, cit., p. 249; y Ferrando, G., Soggetti deboli e misure di pro-
tezione: amministrazione di sostegno e interdizione, Turin, 2006, p. 184.
 25 Cfr. Sentencia 440/2005 de la Corte Constitucional de 9.12.2005, que también 
dejaba claro el criterio según el cual «in nessun caso i poteri dell’amministratore possono 
coincidere integralmente con quelli del tutore o del curatore». Esta sentencia puede consul-
tarse en http://www.altalex.com/index.php?idnot=10151 (fecha de la consulta junio 
de 2013). Confirma Tagliaferri el caracter residual de la incapacitación en Italia: «Non pare 
potersi dubitare della volontà del legislatore di assegnare a l’amministrazione di sostegno il 
ruolo di strumento generale e prioritario di protezione delle «persone prive in tutto o in parte 
di autonomia» (art. 2), riservando agli antichi istituti dell’interdizione e dell’inabilitazione 
un ruolo meramente residuale, limitato cioè alle sole ipotesi nelle quali il nuovo istituto si 
riveli «inidoneo a realizzare la piena tutela del beneficiario» Tagliaferri, C., 
«L’amministrazione di sostegno», Teoria e Storia del Diritto Privato, III, 2010, p.11.
 26 Cfr. Sentencias de 10 de enero de 2006 (Tribunal de Venecia), 18 de julio de 2006 
(Tribunal de Mesina), 17 de julio de 2007 (Tribunal de Trani), 3 de febrero de 2007 (Tribu-
nal de Trieste) entre otras, cfr., referencias en Cassano, G., L’Amministrazione di sostegno 
nella giurisprudenza, Dogana (Repubblica di San Marino), 2008.
 27 Disponible en http://www.territorioaslmilano.progettoads.net/allegati/ADS_t2_
allegati/337/FILE_Allegato_sentenza.pdf (fecha de la consulta junio 2013).
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Su hermano, con el que convive solicita ser nombrado administra-
dor de apoyo del discapacitado para asistirle en el cumplimiento de 
algunos actos ordinarios y reemplazarle en los actos de extraordi-
naria administración de los bienes. Por el contrario el juez tutelar 
propone la apertura del procedimiento contencioso para la incapa-
citación, decisión que es ratificada en fase de apelación por el Tri-
bunal de Turín. Con base en el examen y reconocimiento del pro-
pio interesado durante el procedimiento se había razonado por el 
juez a quo que, al tratarse de una persona con una situación estable 
de discapacidad que no tiene cura, y dado que no es capaz de refe-
rir sus propios datos personales y de comprender ni siquiera una 
pregunta sobre su domicilio habitual, no va a resultar posible la 
comunicación e interacción constante que ha de producirse entre el 
administrador y el beneficiario de la medida, luego ésta no es posi-
ble. Se entiende que precisa de una asistencia tanto para los actos 
extraordinarios de administración como para los de ordinaria admi-
nistración, y que ello implicaría la atribución al administrador de 
apoyo de los mismos poderes –unidos a los correspondientes debe-
res–, que la ley atribuye al tutor, cuestión que quedó vedada en la 
Sentencia del Tribunal Constitucional de 9 de diciembre de 2005. 
Precisamente por este motivo se considera que la medida de pro-
tección adecuada es la de la interdizione o incapacitación.
Sin embargo la Corte de Casación estima que el juez no ha 
valorado la mayor capacidad de la administración de apoyo de con-
formarse a las exigencias reales de la vida de este sujeto vulnera-
ble, teniendo en cuenta la flexibilidad de la medida y la mayor agi-
lidad del procedimiento en orden a la obtención efectiva de la 
ayuda. Señala literalmente la sentencia que en este supuesto «debe 
tenerse en cuenta de forma prioritaria, el tipo de actividad que 
desarrolla el beneficiario». Se trataba de una actividad mínima, 
extremadamente simple, sin que hubiera una amenaza real de que 
pudieran perjudicarse los intereses del discapacitado, titular de un 
exiguo patrimonio, fácilmente gestionable. Ante la previsión de 
que el sujeto protegido no iba a poner en discusión en absoluto la 
actividad de su hermano como administrador de apoyo, el cual por 
otra parte ya venía ocupándose de todo desde su minoría de edad, 
el tribunal considera más idónea en conjunto esta medida de pro-
tección que no precisa incapacitar al sujeto protegido. 
Añade, por último, la Corte de Casación que la comunicación 
entre el administrador de apoyo y la persona vulnerable (en este 
caso eran dos hermanos que habían convivido toda la vida) prevista 
en el artículo 410 CCIt no es necesaria en todo caso, y no ha de 
darse en los supuestos en que una discapacidad de carácter psíqui-
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co lo haga imposible 28. Porque la administración de apoyo no está 
concebida, únicamente, para los supuestos de discapacidad de tipo 
físico, sino también psíquica o intelectual. 
En Cataluña, la distinción del presupuesto subjetivo que con-
duzca al nombramiento de un asistente o, por el contrario, a la inca-
pacitación y posterior nombramiento de un tutor se fundamenta en 
el significado del concepto «disminución no incapacitante de las 
facultades físicas o psíquicas» recogido en el artícu lo 226-1 CCCat, 
que habrá de confrontarse con el de «enfermedad o deficiencia 
persistente de carácter físico o psíquico» del artículo 200 CC 
español 29. La clave está en valorar si la disminución que se presen-
ta a examen en cada caso es incapacitante o no. Ello dentro del 
contexto actual en que nos encontramos y en el que se inscribe el 
Libro II CCCat, de respeto a los principios de la Convención de 
Nueva york, en virtud de los cuales habrá de procurarse la protec-
ción a las personas siempre con la menor limitación posible de su 
autonomía personal. Hay autores que defienden radicalmente la 
circunscripción voluntaria de la asistencia por parte del legislador 
sólo a determinados casos 30, sin embargo, la proximidad que puede 
producirse en la práctica entre supuestos de disminuciones físicas y 
sobre todo psíquicas incapacitantes, y las que no lo son, es eviden-
te, y no lo pone nada fácil al órgano jurisdiccional que ha de aplicar 
la norma. El Libro II del CCCat ha introducido la figura de la asis-
tencia, que ha de convivir y buscar su espacio respecto a la incapa-
citación y las figuras de la tutela y la curatela 31. y no es descabella-
do pensar que, ante una petición cursada por vía de jurisdicción 
voluntaria para el nombramiento de un asistente, el juez que opta 
por elegir esta medida de protección –menos cercenante e invasiva 
de la capacidad natural de las personas– aún a riesgo de equivocar-
se, juega con la ventaja de que siempre podrá promover de oficio, a 
través de la correspondiente información al Ministerio Fiscal, la 
incapacitación de la persona asistida si comprueba –piénsese que 
 28 Cfr. otras sentencias que aplican esta figura de protección a personas con una 
grave deficiencia psíquica, por ejemplo la Sentencia del Tribunal de Varese de 17.11.2009, 
estado vegetativo permanente, http://www.altalex.com/index.php?idnot=48298&idstr=20 
(fecha de la consulta: junio 2013).
 29 No existe en el Codi civil de Catalunya una definición del presupuesto para la 
incapacitación.
 30 Afirma tajante Ribot Igualada, J., «l’assistència és un complement i no una 
alternativa a la incapacitació de la persona, que escau quan la disminució que afecta la 
persona compromet de forma greu i reiterada el seu autogovern». Cfr. «L’assistència: 
abast i limitacions de la nova institució», ponencia presentada en las Disetenes Jornades de 
Dret Català a Tossa, celebradas los días 20 y 21 de septiembre de 2012, en prensa (p. 24 de 
la ponencia). 
 31 Cfr. Martín Pérez, J. A., «La asistencia como institución de protección», en 
Barrada Orellana, R., Garrido Melero, M., y Nasarre Aznar, S. (coords.), El 
nuevo Derecho de la persona y de la familia, Barcelona, 2011, p. 162.
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el asistente tiene obligación de notificarle cualquier cambio de cir-
cunstancias que afecten al asistido (art. 226-4.2 CCCat)–, que el 
desarrollo de la enfermedad o disminución padecida se torna inca-
pacitante. Ello derivará en la extinción de la figura de protección 
que no ha afectado al estado civil de la persona vulnerable, para dar 
paso al procedimiento de incapacitación que culminará con el 
nombramiento de un tutor o de un curador. Porque la incapacita-
ción constituye una de las causas de extinción de la asistencia con-
forme al artículo 226-5 CCCat. 
En Italia el arrinconamiento o progresivo abandono de la medida 
de la tutela se ha producido, de este modo, por decisión de los jueces, 
no del legislador que proponía un sistema complementario. Han sido 
los jueces tutelares los que masivamente han optado por el adminis-
trador de apoyo obviando, a priori, el juicio sobre la capacidad de la 
persona vulnerable necesitada de protección. y a estas alturas tam-
bién el Tribunal Constitucional y el Tribunal Supremo de este país 
consideran adecuada esta opción. Por ello empieza a solicitarse por 
la doctrina, cada vez con más insistencia, una nueva reforma legal 
por la que se suprima la interdicción o incapacitación y se desarrolle 
la figura del administrador de apoyo hasta sus últimas consecuen-
cias, al estilo de lo que ha ocurrido en Alemania o Austria 32. En efec-
to, el legislador italiano no llegó tan lejos en su reforma del año 
2004, quizá ni siquiera previó lo que iba a suceder a partir de la ins-
tauración de este nuevo mecanismo de protección de las personas 
vulnerables. En el artículo 405 CCIt se regula el tránsito en sentido 
inverso, desde la incapacitación a la administración de apoyo. El 
propio incapacitado total o parcialmente tiene legitimación activa 
para acudir a la jurisdicción voluntaria y solicitar el nombramiento 
de un administrador de apoyo, aunque además, deberá instar el pro-
cedimiento de revocación de la anterior sentencia que ordenaba su 
incapacitación total o parcial. El decreto de nombramiento de un 
administrador de apoyo que, en su caso, pudiera dictarse solo será 
 32 Véase, entre los más recientes, Tescaro, M., «I confini applicativi dellamminis-
trazione di sostegno comparato con quelli della sachwalterschaft austriaca e betreuung 
tedesca», en Busnelli, F. D., Patti, S., Scalisi, V., y Zatti, P., Parte generale e persone, 
Liber amicorum per Dieter Henrich, tomo I, Turín, 2012, p. 169; también Masoni, R., 
«Commentario artt. 404-408», en Cendon, P., Commentario al Codice civile, Milán, 
2009, p. 562 y ss.; Bonilini, G., Comentario al artículo 404..., cit., p. 25; Cendon, P., y 
Rossi, R., «L’amministrazione di sostegno va rafforzata, l’interdizione abrogata», Giuris-
prudenza Italiana, 2007, p. 2897 y ss. De hecho, existe un proyecto de reforma sobre la 
materia titulado Disposizioni per il rafforzamento dell’amministrazione di sostegno e sop-
presione degli istituti dell’interdizione e dell’inhabilitazione (propuesta de ley 510 presen-
tada en la Cámara en 2008.
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ejecutivo desde la publicación de la referida sentencia de revoca-
ción de la incapacitación 33. 
2.2 PRESUPUESTO OBJETIVO
Esta cuestión, que no parece plantearse en el ordenamiento 
catalán 34 ni tampoco en el italiano, se torna importante al estudiar 
las resoluciones de los tribunales de este país. Así es, ¿influye o ha 
de influir en la decisión del juez sobre la conveniencia de nombrar 
un asistente, la complejidad del patrimonio de la persona 
vulnerable?¿Qué papel desarrolla la valoración de elementos obje-
tivos como la profesión que desempeñaba o las actividades previas 
que realizaba el que ahora se ha quedado limitado? 
Las resoluciones italianas nos permiten defender que, efectiva-
mente, el presupuesto objetivo también es tomado en considera-
ción en los procedimientos de nombramiento de un administrador 
de apoyo. Así, en el caso mencionado resuelto por la Corte de 
Casación el 26 de octubre de 2011 se considera más que suficiente, 
para las necesidades patrimoniales y la vida que lleva el sujeto vul-
nerable, que su hermano sea su administrador de apoyo y se ocupe 
de sus cuentas y de cuidar de él como venía haciendo desde que era 
un niño. Pero si esta persona que padece un síndrome de Down 
severo desde su nacimiento fuera titular de un cuantioso patrimo-
nio y, sobre todo, si este patrimonio precisara de una actuación de 
administración ordinaria o extraordinaria de cierta complejidad, 
¿qué habría resuelto la Corte de Casación? Porque lo cierto es que 
con la administración de apoyo existe el riesgo de que, mantenien-
do intacta su capacidad de obrar, el sujeto privado de autonomía o 
de capacidad de autogobierno pueda realizar actos gravemente per-
judiciales para sí mismo y para su patrimonio.
La resolución de la Corte de Casación de 12 de junio de 2006 
hace constar que, a los efectos de la distinción entre supuestos en 
los que procede la administración de apoyo y aquellos en los que es 
mejor incapacitar al beneficiario, el criterio cuantitativo (grado o 
intensidad de la enfermedad o imposibilidad para atender a sus 
 33 Véase también el § 1896 del BGB, que contempla que la petición inicial en el 
proceso de nombramiento de un asistente legal sea presentada por un incapaz de obrar.
 34 Del texto literal contenido en el artículo 226-1 CCCat cabría entender que los 
presupuestos objetivos de la figura se refieren también a las condiciones del sujeto vulne-
rable, esto es, que como consecuencia de la referida disminución no incapacitante, primero 
no pueda cuidar de sus propios intereses y, segundo, necesite contar con un asistente. Pero 
en este apartado, bajo el nombre de presupuesto objetivo, voy a referirme a los elementos 
ajenos al sujeto vulnerable: patrimonio, profesión o actividad profesional, entorno social y 
familiar etc. 
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propios intereses) no es el determinante, incluso cabe la posibili-
dad de que se ordene el nombramiento de un administrador de 
apoyo para una persona que padece una importante limitación. 
Porque, junto con el criterio cuantitativo es esencial considerar el 
funcional, es decir, pertenece a la apreciación del juez la evalua-
ción de la conformidad de esta medida teniendo en cuenta el tipo 
de actividad que se ha de llevar a cabo en nombre del beneficiario: 
a una actividad mínima y muy simple que no ponga en peligro los 
intereses del sujeto (bien por la escasa consistencia del patrimonio 
disponible, bien por la simplicidad de las operaciones a realizar, 
como por ejemplo la gestión ordinaria de los ingresos de la pen-
sión) corresponderá la administración de apoyo; sin embargo, y 
siempre respecto a una persona incapaz de proveer a sus intereses, 
a una actividad de cierta complejidad, o a una situación que requie-
ra evitar que la persona cometa actos perjudiciales para sí misma, 
le corresponde la incapacitación como medida adecuada de protec-
ción 35. Así, en cuanto al presupuesto objetivo a valorar a la hora de 
nombrar un administrador de apoyo el juzgador italiano tiene en 
cuenta no tanto, o no únicamente, la cuantía del patrimonio de la 
persona vulnerable, sino sobre todo la complejidad de la gestión de 
este patrimonio que pueda requerir de unos conocimientos técnicos 
específicos 36. Esta reflexión nos lleva directamente hasta el tercer 
apartado de este trabajo, puesto que la pregunta que cabe hacerse 
es sobre el procedimiento, sobre los mecanismos con que el legis-
 35 «Tuttavia, il dispositivo del decreto impugnato risulta conforme a diritto, avendo 
la Corte d’appello valorizzato, ai fini della propria decisione, non già la sola condizione 
fisica del soggetto di cui si tratta –peraltro descritta come totalmente, pur se non irreversi-
bilmente, invalidante, e tale da non consentirgli di provvedere autonomamente ad alcun 
atto della vita– ma altresì la complessità degli atti da compiere per suo conto, avuto anche 
riguardo alla pregressa attività professionale svolta dall’infermo sino al momento prece-
dente l’insorgenza della patologia dalla quale lo stesso risulta affetto: si da indurre a 
ritenere che solo un provvedimento di interdizione possa, nella specie, tutelare adeguata-
mente gli interessi del F.» Sentencia de la Corte de Casación de 12 de junio de 2006, 
núm. 13584, que puede consultarse en http://www.altalex.com/index.php?idnot=10523 
(fecha de la consulta: junio 2013). Al respecto, comenta Leonardo Lenti que a pesar de la 
razonabilidad y autoridad de estos argumentos, lo cierto es que existen señales de insatis-
facción ante esta interpretación de la Corte de Casación, y que no se puede decir que se 
haya alcanzado una interpretación unitaria, cfr. Lenti, L., «Los instrumentos de protección 
patrimonial del discapacitado: entre administración de apoyo e incapacitación» (traducido 
del italiano por López López, J. M.), en Pérez de Vargas Muñoz, J., La encrucijada de 
la incapacitación y la discapacidad, cit., p. 500, también se muestra crítico Paladini, M., 
«Amministrazione di sostegno e interdizioni giudiziale: profili sistematici e funzionalità 
della protezione alle caratteristiche relazionali tra il soggetto debole e il mondo esterno», 
Rivista di Diritto civile, 2005, tomo II, p. 592.
 36 Se refiere a esta cuestión Vaquer cuando realiza el comentario del artículo 222-12 
CCCat que permite al juez nombrar, junto con el tutor, a un profesional que ejerza como 
administrador patrimonial de un incapacitado escindiendo así las funciones tutelares en aras 
de lograr una mayor protección de los intereses patrimoniales del incapacitado. Cfr. Vaquer 
Aloy, A., «Comentario al artículo 222-12», en Roca Trias, E., y Ortuño Muñoz, P., 
Persona y Familia, Libro Segundo del Código Civil de Cataluña, Madrid, 2011, p. 194.
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lador ha previsto que se pueda designar a la persona idónea para 
desempeñar el cargo de protección de la persona vulnerable. 
3. EL NOMBRAMIENtO DEL AsIstENtE
3.1  PROCEDIMIENTO DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA. 
EL JUEZ COMPETENTE
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 226-1 CCCat el 
nombramiento de un asistente para quien tenga necesidad de ello 
se efectúa a través de un procedimiento de jurisdicción voluntaria. 
Siendo ésta una cuestión netamente procesal, no por ello ha de 
considerarse ajena a nuestro estudio, en tanto que esta opción del 
legislador catalán puede afectar radicalmente al desarrollo práctico 
de la figura de protección. Así es, de la misma manera que se prevé 
en el ordenamiento jurídico italiano 37, el establecimiento de un 
procedimiento no contencioso como mecanismo para la obtención 
de una resolución judicial de nombramiento de un asistente se 
entiende en el contexto de la voluntad expresa de ambos legislado-
res de simplificar, abaratar y facilitar el acceso de los ciudadanos a 
la asistencia o administración de apoyo. Precisamente porque no se 
trata de modificar el estado civil de una persona, ni de privarle, ni 
total ni parcialmente, de su capacidad de obrar, ha de ser suficiente 
con acudir a la jurisdicción voluntaria justificando la existencia de 
los presupuestos necesarios y solicitando de la autoridad judicial el 
nombramiento de un asistente. Este planteamiento, absolutamente 
coherente en principio, se queda después corto en su eficacia, pri-
mero por el contexto competencial que afecta al desarrollo de la 
normativa procesal, que está en manos del legislador estatal 38, y 
segundo porque el legislador catalán no ha realizado un mayor 
esfuerzo de desarrollo de la norma sustantiva, por ejemplo regulan-
do el contenido de la resolución judicial de nombramiento del asis-
tente, los aspectos sustantivos sobre los que ha de pronunciarse en 
relación a esta figura de protección, todo ello a fin de salvaguardar 
suficientemente la seguridad jurídica de las personas necesitadas 
de protección. El legislador italiano sí se detuvo en 2004 a delimi-
 37 Artículos 405-407 CCIt.
 38 Téngase en cuenta que el procedimiento de jurisdicción voluntaria, está regulado 
en España por los artículos 1811 a 1824 del Libro III, Título I de la LEC de 1881, breve 
regulación, obviamente obsoleta, que aún no ha sido objeto de renovación por parte del 
legislador español.
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tar algunos aspectos importantes 39 que, considero, significan una 
aportación del modelo italiano con respecto a la escueta regulación 
del derecho catalán.
Como punto de partida, en Italia existen los jueces tutelares 
encargados de conocer de los procedimientos para el nombramien-
to de un administrador de apoyo. También en Alemania hay juzga-
dos de tutelas, que conocen de los procedimientos de tutela de 
menores, así como de la institución de la asistencia para proteger a 
los mayores. Sin embargo, en Cataluña, el nombramiento de un 
asistente será llevado a cabo mediante Auto por el juez de primera 
instancia del domicilio de la persona que lo solicita. Qué duda cabe 
de que la especialización en este ámbito sólo podría beneficiar a 
los «justiciables» de la misma manera que ha ocurrido con respecto 
a los procesos de familia 40. Se ha argumentado que no existe esta 
especialidad por no haber un número significativo de procedimien-
tos que la justifique, aunque tal razonamiento desmerece bastante 
la necesaria prioridad que se ha de otorgar a la calidad del servicio 
por encima de los criterios cuantitativos, máxime cuando afecta a 
personas vulnerables. De hecho, éste es el razonamiento en el caso 
de los tribunales tutelares de menores, cuya existencia está de sobra 
justificada en atención al colectivo al que afecta su intervención. 
La realidad irrefutable es que cada vez hay más población mayor o 
en situaciones de vulnerabilidad, no es un problema de número 
sino de que no se acude a los procedimientos judiciales para el 
nombramiento de un cargo de protección, básicamente porque hoy 
día no están resultando eficaces. 
El artículo 405 CCIt y siguientes establecen cómo ha de ser el 
procedimiento de jurisdicción voluntaria para el nombramiento de 
un administrador de apoyo: «el juez tutelar proveerá dentro del 
plazo de sesenta días desde la fecha de presentación de la solici-
tud, al nombramiento de un administrador de apoyo mediante un 
Decreto fundamentado que será inmediatamente ejecutivo» 41. El 
 39 La ley de 6/2004 no sólo modificó el Codice civile para introducir normas de 
derecho sustantivo –y también alguna de carácter procesal– sobre la administración de 
apoyo, sino que además reformó la ley procesal civil italiana, con un nuevo artículo 720 bis 
titulado «Normas aplicables al procedimiento en materia de administración de apoyo». 
Cfr. Dovani, F., «Il procedimiento per la nomina dell’amministratore di sostegno», Rivista 
di Diritto Processuale, 2004, pp. 805 y ss.
 40 Así lo entienden unánimemente los fiscales cuando refieren su experiencia en 
estos procedimientos. Cfr. Ventura Mas, S., «L’assistència: una perspectiva pràctica», 
ponencia presentada en las Disetenes Jornades de Dret Català a Tossa, celebradas los 
días 20 y 21 de septiembre de 2012, en prensa (p. 7 de la ponencia); Ganzenmüller 
Roig, C., «Modificación de la capacidad en el ámbito personal. Aspectos contradictorios 
entre la tutela, curatela y un sistema de apoyos flexibles», ponencia presentada dentro del 
curso sobre Criterios interpretativos en materia de modificación de la capacidad y medi-
das de apoyo, p. 9.
 41 Cfr. artículo 405 CCIt.
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escrito de solicitud de un administrador de apoyo tiene que indicar 
los datos personales del beneficiario, su domicilio habitual, las 
razones por las que se solicita esta medida de protección, y la infor-
mación pertinente, si se conociera por el solicitante de la medida, 
sobre la pareja, los descendientes, ascendientes y demás parientes 
de la persona que ha de ser objeto de la protección. El juez tutelar 
tiene que escuchar personalmente a la persona a la que el procedi-
miento se refiere, yendo a su encuentro si hiciera falta y siempre 
debe tener en cuenta –si no son contrarios a sus propio bienestar y 
necesidad de protección– los deseos y solicitudes manifestadas por 
la persona vulnerable.
Una vez recabadas las necesarias informaciones y oídas las per-
sonas más allegadas al sujeto vulnerable o, incluso aunque éstas no 
comparecieran, el juez tutelar deberá resolver en todo caso sobre la 
solicitud de jurisdicción voluntaria. Puede disponer de oficio la 
práctica de todas las comprobaciones o pruebas de naturaleza 
médica o de cualquier otro orden que estime pertinentes para fun-
damentar su resolución. Además puede, en cualquier momento, 
modificar o completar también de oficio, la resolución adoptada en 
el Decreto de nombramiento del administrador de apoyo. Por últi-
mo, el legislador italiano se ha ocupador de establecer que, en todo 
caso, en este procedimiento para el nombramiento de un adminis-
trador de apoyo habrá de intervenir el Ministerio fiscal 42.
Con todo, la cuestión del procedimiento no ha resultado exenta 
de opiniones críticas entre la doctrina italiana, así como de resolu-
ciones contradictorias de los diferentes tribunales tutelares del país, 
siendo el primer elemento de discordia el que el legislador se haya 
remitido con carácter subsidiario a las normas procesales que orde-
nan la incapacitación total o parcial. Se entiende que éste es un 
procedimiento contencioso por definición, y que no debería ser asi-
milable a la jurisdicción voluntaria elegida como mecanismo para 
el nombramiento del administrador de apoyo. En consonancia con 
este planteamiento, también se ha discutido sobre la conveniencia 
o no de que el sujeto vulnerable goce de asistencia técnica (aboga-
do y procurador) en el procedimiento de jurisdicción voluntaria 43. 
 42 Artículo 407 CCIt.
 43 La necesidad de contar con defensa técnica es sostenida en el Decreto de 21 de 
mayo de 2004, por el Tribunal de Padua (en Familia i diritto, 2004, p. 609, comentado por 
Tommaseo, F., «Amministrazione di sostegno e difesa tecnica»), y especialmente por la 
jurisprudencia lombarda [cfr. Sentencias de 9 de enero de 2006 (Tribunal de apelación de 
Milán) en Familia i diritto, 2006, pp. 275 y ss.; 11 de octubre de 2005 (Tribunal de apela-
ción de Milán)], en Giurisprudenza Italiana, 2006, pp. 2611 y ss., comentado por R. 
Masoni, «Amministrazione di sostegno e onere del patrocinio»; 15 de febrero de 2005 
(Tribunal de Apelación de Milán), en Famiglia, persone e successione, 2005, pp. 23 y ss.; 
2 de marzo de 2005 (Tribunal de Milán) en Giurisprudenza Italiana, pp. 2070 y ss. En 
contra, Sentencias de 16 de enero de 2006 (Tribunal de Apelación de Venecia), en Familia 
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La Ordenanza de 19 de abril de 2007 de la Corte Constitucional 44 
resolvió sobre la cuestión de constitucionalidad planteada respecto 
a los artículos 407 y 408 CCIt que regulan el procedimiento de 
nombramiento del administrador de apoyo, y entró en estos aspec-
tos siquiera sea tangencialmente. En efecto, rechazando la censura 
de inconstitucionalidad de los citados artículos el Tribunal Consti-
tucional determinó que la necesidad o no de una defensa técnica 
para la persona vulnerable quedará vinculada, dependerá, en cada 
caso, del concreto contenido del decreto que el juez tutelar preten-
da dictar. Es decir que será necesaria la intervención de un letrado 
cuando el propio juez considere que el decreto de nombramiento 
incidirá en los derechos fundamentales de la persona vulnerable 45.
En Cataluña, y a falta de una mayor concreción por parte del 
legislador, se ha señalado por la doctrina que el procedimiento de 
jurisdicción voluntaria tiene como objeto la constatación judicial 
de la existencia de una disminución, la evaluación de la misma, y 
también de la conveniencia de la asistencia para solucionar el 
impacto que esta disminución produce en la autonomía de la perso-
na. Sobre la intervención del Ministerio Fiscal hay cierto consenso 
a favor de la misma 46, dado que se trata de proteger a una persona 
que padece una disminución no incapacitante pero que puede ser 
lindante o, incluso, una persona eventualmente necesitada de un 
procedimiento de incapacitación. Junto a ello, se ha defendido la 
innecesariedad de intervención de abogado y procurador en el pro-
cedimiento, así como la aplicación analógica de la Ley 
Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, 
al menos en cuanto a la actuación del juez y del fiscal en interés del 
solicitante de la asistencia, con la posibilidad de practicar de oficio 
i diritto. 2006, pp. 275 y ss. comentada por Vullo, E., «Ancora sull’onere del patrocinio 
di nomina dell’amministratore di sostegno»; 22 de febrero de 2005 (Tribunal de Modena), 
en Familia i diritto 2005, pp. 178 y ss., con nota critica de Tommaseo, F., «Ancora sulla 
difesa tecnica nell’amministrazione di sostegno».
 44 Consultable en http://www.altalex.com/index.php?idstr=20&idnot=1557. Fecha 
de la consulta: junio 2013.
 45 Concluye Berti que el Tribunal Constitucional ha dejado abierta la cuestión, que 
no se resolverá hasta que no se consolide una línea interpretativa que solucione definitiva-
mente el problema, o tenga lugar una intervención legislativa a hoc que modifique la nor-
mativa en vigor, en el sentido de imponer la defensa técnica de la persona vulnerable o de 
obviarla en todo caso, cfr. «L’amministrazione di sostegno. Aspetti giuridici e sociologici», 
consultable en http://www.altrodiritto.unifi.it/ricerche/marginal/berti/ (fecha de la consul-
ta: junio 2013), p. 15.
 46 Aunque cabe hacer constar que Rivero Hernández, por ejemplo, considera sobre 
la presencia del Ministerio Fiscal en el procedimiento: «(...) creo que deberá estar presen-
te, no como parte procesal, sino para defender la legalidad y para evacuar el oportuno 
informe», cfr. Rivero Hernández, Persona y Familia..., cit., p. 418, mientras que la fiscal 
Sra. Soriano no duda en propugnar la intervención procesal del Ministerio Fiscal en el 
procedimiento, cfr. Soriano, R., «Perspectiva pràctica des del punt de vista de la fiscalía», 
ponencia presentada en las Disetenes Jornades de Dret Català a Tossa, celebradas los 
días 20 y 21 de septiembre de 2012, en prensa (p. 2 de la ponencia). 
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todas las pruebas y diligencias que se estimen adecuadas, y con la 
posibilidad de asesorarle sobre sus derechos y el modo de rectificar 
los defectos de que pueda adolecer la solicitud inicial 47. La rela-
ción entre este procedimiento de jurisdicción voluntaria y el 
contencioso de incapacitación total o parcial es de absoluta 
incompatibilidad, no podrá iniciarse el primero si existe en trámite 
un procedimiento de incapacitación del solicitante de la medida 
de protección y, en sentido inverso, según establece el artícu-
lo 226-5.1.c) CCCat, la incapacitación de la persona vulnerable 
es causa de extinción de la figura de la asistencia.
3.2  LA CUESTIÓN DE LA LEGITIMACIÓN ACTIVA PARA 
SOLICITAR ESTA MEDIDA DE PROTECCIÓN
La legitimación activa para solicitar la medida de protección 
constituye la primera y esencial diferencia entre los ordenamientos 
italiano y catalán, puesto que el sistema italiano refleja un plantea-
miento bastante más flexible tanto de las propias figuras de protec-
ción, como de los procedimientos destinados a proveerlas. En el 
sistema catalán el nombramiento de un asistente solo se puede pro-
ducir a instancia de la persona que no puede cuidarse a sí misma o 
a sus bienes por la disminución no incapacitante que sufre, ninguna 
otra persona goza de legitimación para solicitar el nombramiento 
de un asistente y tampoco cabe que la autoridad judicial abra de 
oficio un procedimiento destinado al nombramiento de un asisten-
te. La persona asistida no está privada de su capacidad de obrar, 
razón por la que no puede imponérsele la asistencia. Además, el 
fundamento del poder de actuación que, en su caso, pueda otorgár-
sele al asistente por la autoridad judicial, es precisamente esta 
voluntad expresa de la persona en situación de vulnerabilidad que, 
plenamente capaz ante el Derecho, busca la asistencia y el apoyo 
de terceros, aunque tal ayuda represente una merma de su propia 
capacidad de obrar.
Por su parte, Italia sigue fielmente el modelo alemán y legitima 
en primer lugar al propio beneficiario o persona necesitada de pro-
tección 48, opción que ha sido aplaudida por la doctrina 49. Sin 
 47 Cfr. Soriano, R., Perspectiva pràctica..., cit., p. 3. Véase también la Instrucción 
de la Fiscalía General del Estado de 29 de diciembre de 2009, sobre la organización de las 
secciones de lo civil y régimen de atención especializada en materia de protección de per-
sonas con discapacidad y tutelas. Consultable en http://www.fiscal.es.
 48 Artículo 406 CCIt.
 49 Cfr. Cendon, P., «La domanda do protezione», en Cendon, P., y Rossi, R., 
Amministrazione di sostegno, tomo I, Milán, 2009, p. 503; Tommaseo, F., «Commentario 
artículo  406», en Bonilini, G., Tommaseo, F., Commentario Codice civile. 
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embargo, yendo más allá que el legislador catalán, otorga legitima-
ción, no sólo al mayor de edad con capacidad de obrar plena que 
padece la limitación sino también al menor no emancipado 50, o 
aquella persona que está sometida a tutela o a curatela y desea soli-
citar una modificación de su sistema de protección 51. Se entiende 
que es posible que una persona incapacitada inste la modificación 
de su situación, por ejemplo en los casos de recuperación de una 
enfermedad en que se pueda justificar ante el juez encontrarse en 
una situación de mejoría física o psíquica que le permita recuperar 
su capacidad de obrar, bastándole el apoyo de un asistente para cui-
dar de su persona y bienes. Ello obliga al incapacitado a instar, para-
lelamente al procedimiento de jurisdicción voluntaria de nombra-
miento de un administrador, la revocación de la sentencia judicial 
de incapacitación ante el juez competente para conocer del asunto. 
Los procedimientos se ensamblan y se relacionan. En este supuesto 
se desarrollan uno junto al otro, pero también podría suceder que un 
único procedimiento se iniciara de un modo y se terminara de otro, 
es decir, es frecuente en la práctica judicial italiana que un procedi-
miento de jurisdicción voluntaria iniciado para solicitar el nombra-
miento de un administrador de apoyo se torne en un procedimiento 
contencioso de incapacitación, cuando el juez estima que es más 
procedente para la protección de la persona vulnerable proceder a 
su incapacitación total o parcial 52, o viceversa 53.
Así, la interrelación entre los procedimientos de protección de 
las personas tiene mucho que ver con la decisión del legislador 
italiano de 2004 de ampliar al máximo el elenco de personas legiti-
madas para solicitar el nombramiento de un administrador de 
Dell’amministrazione di sostegno, Milán, 2008, p. 174.; Meloni, E., y Pusceddu,  M., 
Amministrazione di sostegno, interdizione e inabilitazione, Milán, 2010, pp. 37 y ss.; 
Parente, F., «Amministrazione di sostegno e regole di governo dei fenomeni successori e 
donativi», en Rivista di Diritto Civile, 2005, II, p. 708. 
 50 En Alemania se prevé el nombramiento del asistente legal a favor del menor que 
haya cumplido los 17 años, con efectos al llegar a la mayoría de edad (§1908 a BGB).
 51 En el Derecho alemán, como estas figuras ya no existen para el mayor de edad, 
el §1896 BGB hace referencia a la posibilidad de que la petición de un asistente sea instada 
por quién es incapaz de obrar.
 52 Por ejemplo en el caso de la Sentencia de la Corte de Casación de 12 de junio 
de 2006, ya citada en este trabajo. Véase también, la Sentencia de 21 de marzo de 2005 
(Tribunal de Milán), comentada por Panuccio Dattola, F., «L’amministratore di sosteg-
no: una figura dai contorni acora incerti», en Intersticios. Revista sociológica de Pensa-
miento crítico, vol. 4 (1), 2010, p. 260 consultable en http://www.intersticios.es/article/
view/5300 (fecha de la consulta: junio 2013); Sentencias de 30 de agosto de 2004 (Tribu-
nal de Santa María Capua Vetere) y 25 de junio de 2005 (Tribunal de Roma), ambas refe-
renciadas en Cassano, G., L’Amministrazione di sostegno nella giurisprudenza, Dogana 
San Marino, 2008, pp. 137 y 266.
 53 Sentencia de 24 de febrero de 2005, del Tribunal de Módena, citada por Panuccio 
Dattola, F., L’amministratore di sostegno…, cit., p. 260-261; 15 de noviembre de 2004 
(Tribunal de Módena) y 18 de enero de 2005 (Tribunal de Bolonia), en Cassano, G., 
L’Amministrazione di sostegno nella giurisprudenza, cit., pp. 178 y 202.
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apoyo. Se pretende implicar a todos los agentes que de alguna 
manera tienen o pueden llegar a tener conocimiento de la existen-
cia de personas necesitadas de este concreto mecanismo de protec-
ción. De este modo, junto con la persona interesada, está legitima-
do en primer lugar el juez, tanto el juez tutelar como el que está 
conociendo de un procedimiento de incapacitación si estima que es 
más adecuado no privar a la persona vulnerable de su capacidad de 
obrar y que es suficiente con el nombramiento de un asistente, 
incluso el juez que conoce de cualquier clase de procedimiento y 
constata la necesidad de instar el nombramiento de un administra-
dor de apoyo porque una de las partes en litigio está necesitada del 
mismo, en aras de asegurar su efectivo derecho de defensa y con-
tradicción en el procedimiento 54. Además, también pueden instar 
el procedimiento, por remisión a lo dispuesto en el artículo 417 
CCIt en sede de tutela, los familiares del beneficiario, parientes 
hasta el 4.º grado por consaguinidad y hasta el 2.º grado por afini-
dad, así como el cónyuge o la pareja de hecho 55 y, en general, todos 
los legitimados para solicitar la incapacitación de la persona afec-
tada, tutores, curadores o el Ministerio Fiscal. Por último, se esta-
blece también por el legislador italiano la responsabilidad de los 
servicios sanitarios y de los servicios sociales si no solicitan esta 
medida de protección, teniendo a su cargo una persona que lo nece-
sita. Se trata, qué duda cabe, de una opción arriesgada que tiene 
mucho que ver con la proliferación masiva de nombramientos de 
administradores de apoyo por parte de los tribunales tutelares ita-
lianos. No son ni mucho menos predominantes los casos en los que 
el solicitante de la medida de protección es el propio beneficiario 
de la misma, y eso que en Italia, como en Cataluña, a diferencia de 
lo que ha ocurrido en Alemania, la introducción de esta medida que 
no implica incapacitación del sujeto, coexiste con el mantenimien-
to de otras medidas de protección, la tutela y la curatela, que sí 
llevan consigo la determinación de su falta de capacidad. Luego, si 
la persona es capaz solo ella debería poder decidir sobre su situa-
ción de vulnerabilidad e instar un procedimiento para resolverla. 
En el derecho alemán, excepcionalmente, sí se puede nombrar un 
asistente contra la voluntad de la persona si por razón de su enfer-
medad o discapacidad tiene afectadas sus facultades volitivas y por 
este motivo no reconoce la necesidad de tratamiento o ayuda. En 
 54 Véase la Sentencia de 6.3.2006, del Tribunal de Módena, comentada por Cendon, 
en un caso en que se reclamaba contra una persona vulnerable, por morosidad en el pago 
de una deuda, en Cendon, P., y Rossi, R., Amministrazione di sostegno. Motivi ispiratori 
e applicazioni pratiche, Milán, 2009, I, pp. 508-509.
 55 El citado artículo 417 CCIt relativo a las personas que pueden pedir la incapacita-
ción fue también objeto de reforma por cuanto hasta 2004 no estaba legitimada la pareja de 
hecho. El sistema alemán no contempla la legitimación activa de estas personas.
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cuanto a las personas con discapacidad física, solo se les puede 
nombrar un asistente si ellas mismas lo solicitan 56. De esta forma, 
se intenta separar los supuestos de las personas que tienen afecta-
da, aunque no sea suficiente como para incapacitarlas, su capaci-
dad volitiva, de aquellas que únicamente sufran deficiencias físicas 
que les impidan autogobernarse completamente. Parece una solu-
ción ecuánime, a caballo entre la opción amplísima del legislador 
italiano y la reducidísima del legislador catalán. Parece claro que si 
la discapacidad es física la legitimación ha de ser, únicamente, del 
propio beneficiario. Pero si el problema es psíquico, la cuestión se 
torna más compleja. Hay quien sugiere una interpretación amplia 
de esta normativa para que la cuestión de la legitimación no se con-
vierta en el motivo de la total inaplicabilidad de la figura. Así, para 
los casos de disminución psíquica del sujeto solicitante de la medi-
da, y dada la interpretación legal restrictiva de las causas limitati-
vas de la capacidad de obrar (art. 211-3 CCCat), se entiende que 
sólo en los supuestos de una evidente incapacidad inhabilitante 
podrá el juez desestimar la solicitud presentada por falta de legiti-
mación 57. También se ha de contemplar la posibilidad de que la 
persona vulnerable hubiera delegado mediante un poder notarial 
específico, la iniciación de un procedimiento de solicitud de nom-
bramiento de asistente cuando llegara el momento en que esta 
medida se hiciera necesaria 58. Esta sería una opción interesante 
especialmente para las personas con graves dificultades para expre-
sar su voluntad, o para aquellas que, por efecto de la enfermedad o 
la discapacidad, hayan visto afectadas sus capacidades volitivas y 
en el momento de precisar un asistente se nieguen a reconocer su 
limitación y su necesidad de apoyo material y jurídico. Además 
 56 § 1895.1 B. G. B., «Si el mayor de edad no puede cuidar de sus asuntos a causa de 
una discapacidad física, el asistente legal solo puede ser nombrado a petición suya, salvo 
que no pueda manifestar su voluntad».
 57 Cfr. Martínez García, M. A., «Instituciones de protección: La asistencia. El 
documento de voluntades anticipadas», en Barrada, R., Garrido, M., y Nasarre, S., El 
nuevo Derecho de la persona y de la familia. Libro segundo del Código civil de Cataluña, 
Barcelona, 2011, p. 147.
 58 Cfr. Martínez García, M. A., Instituciones de protección..., cit., p. 149. Se 
refieren también a los poderes notariales como una medida válida para autogobernar las 
posibles futuras limitaciones, entre otros, Amunátegui y muchos notarios además de Mar-
tínez García. Cfr. De Amunátegui Rodríguez, C., ¿Crisis de la incapcitación? La auto-
nomía de la voluntad ..., cit., p. 45; Tortosa Muñoz, A., «La labor notarial en la protec-
ción de las personas con discapacidad. La autotutela y los poderes preventivos», en García 
Garnica, C., Estudios sobre dependencia y discapacidad, cit., p. 113 y ss.; Fernández-
Tresguerres García, A. B., «Disposiciones de protección mortis causa del discapaz», en 
Martínez Díe, R., La protección jurídica de discapacitados, incapaces y personas en 
situaciones especiales, Madrid, 2000, p. 236 y ss.; Corral García, C., «Algunas conside-
raciones sobre la protección de las personas mayores en el Derecho civil: en especial, el 
papel del notario como garante de la capacidad de los mayores», Revista Jurídica del nota-
riado, 2003, 2, p. 27 y ss.
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sería una solución exenta de riesgos, por cuanto en el curso del 
procedimiento de jurisdicción voluntaria, el juez sigue estando 
obligado a explorar a la persona solicitante, entrevistarse con ella y, 
sobre este conocimiento directo, determinar la conveniencia o no 
de esta medida, y qué alcance ha de tener 59.
Encaja este planteamiento con la regulación de otra figura 
novedosa en el Libro II CCCat, los poderes preventivos, que ofrece 
al «futuro incapaz» amplias facultades para la constitución de una 
suerte de tutela privada, es decir, le permite crearse una institución 
de protección a medida, al margen de toda intervención judicial o 
administrativa 60. En el mismo orden de cosas, y con el convenci-
miento de que las personas podemos autogobernar nuestras posi-
bles o futuras situaciones de vulnerabilidad, el legislador potencia 
al máximo en el Libro II la delación voluntaria de la tutela 61. Por 
tanto, si es posible que uno mismo realice un apoderamiento o 
designe a su futuro tutor para el caso de incapacidad 62, también 
habría de ser posible que apodere a una persona concreta para que 
inste el procedimiento de nombramiento de un asistente, en un 
momento dado, si se dan una serie de condiciones. Además, tam-
bién podría pasar que el futuro beneficiario de una asistencia hubie-
ra otorgado un poder general o particular para que terceras perso-
nas se hicieran cargo de sus intereses. La pregunta sería: ¿excluyen 
estos apoderamientos o, cuanto menos, los poderes en previsión de 
pérdida sobrevenida de la capacidad, la posibilidad de solicitar de 
un juez que nombre un asistente para el poderdante? A mi juicio 
no, básicamente por el tenor literal del 222-2 CCCat que solo 
excluye la tutela 63 y por el hecho de que el poder preventivo se 
 59 Por contra, para Rivero Hernández no hay posibilidad de que pueda solicitarlo 
otra persona que no sea el propio beneficiario, ni nombrarlo el juez de oficio, en ningún 
caso: «Convenzan quienes lo crean necesario al interesado de la conveniencia de la asisten-
cia, con la alternativa de la incapacitación para otro caso» (en Barrada, R., Garrido, M., 
y Nasarre, S., El nuevo Derecho de la persona y de la familia, cit., p. 72).
 60 Según el artículo 222-2 CCCat los poderes preventivos hacen innecesaria la cons-
titución del régimen de tutela. Cfr. Marín Sánchez, J. A., «Comentario al artículo 222-
2», en Roca Trias, E., y Ortuño Muñoz, P., Persona y Familia. Libro Segundo del Códi-
go Civil de Cataluña, Madrid, 2011, p. 154. 
 61 Cfr. Fernández Piera, A., «La delación voluntaria de la tutela. Conveniencia de 
su previsión» en Gómez Gálligo, J. (coord.), Homenaje al profesor Manuel Cuadrado 
Iglesias, I, Cizur Menor, Navarra, 2008, pp. 491-513; y en la misma obra Serrano Gar-
cía, I., «El mandato de protección futura. Una solución francesa para la protección patri-
monial de los majeurs protegées», pp. 785-802. 
 62 Cabe mencionar en este punto que el Parlamento de Cataluña ha previsto la publici-
dad de estos mecanismos autogobierno de la propia incapacidad mediante el «Decret 30/2012, 
de 13 de març, del Registre de nomenaments tutelars no testamentaris i de poders atorgats en 
previsió d’incapacitat i del Registre de patrimonis protegits», en el que se inscriben las escri-
turas de delaciones tutelares; de poderes preventivos otorgados en previsión de una situación 
de incapacidad, o escrituras públicas relativas a patrimonios protegidos. 
 63 Sobre este particular y los avatares del proceso legislativo al redactar los artículos 
sobre la asistencia, véase Rivero Hernández, F., «Comentario al artículo 226-1 CCCat», 
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refiere a la pérdida de la capacidad y el nombramiento de un asis-
tente no implica tal pérdida de capacidad, ni alteración alguna del 
estado civil de la persona asistida, luego en cualquier momento, 
con asistente o sin él, tiene capacidad para revocar los poderes, lo 
mismo que tiene capacidad para realizar por sí mismo los actos 
para los que había otorgado el poder. También está claro que la 
existencia de estas manifestaciones expresas ante notario, del soli-
citante de la asistencia, han de ser tomadas en consideración por el 
juez a la hora de tramitar el procedimiento de nombramiento, y de 
asignar a la persona elegida para desempeñar el cargo de asistente, 
las tareas de las que debe ocuparse. 
3.3  CONTENIDO DE LA RESOLUCIÓN JUDICIAL DE NOM-
BRAMIENTO DEL ASISTENTE
La asistencia es una institución de protección típica y de consti-
tución judicial, de manera que la resolución por la que se nombra 
el asistente y se determina el alcance de sus funciones resulta de 
una gran importancia. Es la hoja de ruta o el elemento definitorio 
de la medida de protección, en cada caso. El control de la correcta 
gestión de los intereses de la persona vulnerable se fundamenta en 
esta protección legal que va vinculada al establecimiento de la 
medida mediante resolución judicial. El nombrado asistente ha de 
llevar a cabo un oficio, un encargo del que responderá ante la auto-
ridad judicial. Los intereses de la persona vulnerable quedan bajo 
un régimen de protección que en Cataluña se concreta en la inefi-
cacia de determinados actos de la persona asistida, ineficacia opo-
nible erga omnes en interés de la persona vulnerable. Ninguno de 
estos efectos cabe atribuir a los sistemas de protección y apoyo de 
origen voluntario.
Si volvemos la mirada al modelo italiano, cabe destacar el 
artículo 405 CCIt como la más importante aportación, en tanto que 
desglosa pormenorizadamente el contenido que ha tener el Decreto 
de nombramiento de un administrador de apoyo, que será inmedia-
tamente ejecutivo.
En efecto, en primer lugar se contempla la posibilidad de que el 
decreto contenga las medidas cautelares necesarias o urgentes para 
el cuidado o atención del beneficiario, y para la conservación y la 
administración de su patrimonio. Igualmente, puede el juez tutelar 
proceder al nombramiento de un administrador provisional, indi-
en Roca Trias, E., y Ortuño Muñoz, P., Persona y Familia, Libro Segundo del Código 
Civil de Cataluña, Madrid, 2011, p. 416.
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cando los actos que está autorizado a cumplir. Junto a ello, el 
decreto de nombramiento del administrador de apoyo tiene que 
contener, necesariamente: primero, los datos personales de la per-
sona beneficiaria y del administrador de apoyo; segundo, la dura-
ción del encargo, que puede ser también por tiempo indetermina-
do 64; tercero, el objeto del encargo y los actos que el administrador 
de apoyo tiene potestad para realizar en nombre y representación 
del beneficiario; cuarto, los actos que el beneficiario puede reali-
zar, únicamente con la asistencia del administrador de apoyo; quin-
to, el límite (también periódico), de gastos en los que el administra-
dor de apoyo puede incurrir recurriendo al patrimonio del 
beneficiario; y sexto, la periodicidad con que el administrador de 
apoyo ha de informar al juez acerca de la actividad y las condicio-
nes de vida personal y social del beneficiario.
Frente a esta extremada concreción del texto legal italiano, el 
artículo 226-2.1 CCCat se refiere, en general, a la obligación del 
juez de determinar el ámbito personal o patrimonial de la asisten-
cia, y los intereses de los que habrá de cuidarse el asistente. Fórmu-
la legal que ha de entenderse en el sentido que tiene esta medida de 
protección, es decir, únicamente se ordenará aquello que sea estric-
tamente necesario para la atención de la persona vulnerable, para 
paliar las dificultades derivadas de su disminución de facultades, y 
para evitar riesgos para su persona y bienes. Se ha de esperar, por 
tanto, en la línea de la personalización de todas las medidas de pro-
tección, que las decisiones judiciales, en cada caso, sean bien con-
cretas, especialmente en la determinación de los ámbitos sobre los 
que recae la protección, y de los que ha de ocuparse el asistente. y 
que respete al máximo la voluntad manifestada por el propio solici-
tante de la medida, si bien excepcional y razonadamente, el juez 
podría desatenderla 65.
3.4 PUBLICIDAD REGISTRAL
El artículo 226-7 CCCat prevé de manera indirecta la inscribili-
dad en el Registro Civil de la asistencia, por cuanto establece que 
la asistencia, mientras no se inscriba en el Registro Civil, no es 
oponible a terceros. Esta norma es prescindible, pues es obvio que 
aquello que no está inscrito en el Registro Civil no es oponible a 
 64 Si la duración del encargo es limitada, el juez tutelar también puede prorrogarlo 
posteriormente mediante una resolución fundamentada que habrá de dictarse antes de que 
finalice el primer plazo de duración del encargo (art. 405 CCIt).
 65 Así lo entiende también Rivero Hernández, cfr. Rivero Hernández, F., Comen-
tario al artículo 226-2 CCCat, cit., p. 421.
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terceros. Lo único que pretende hacer notar el precepto es que la 
inscripción en el Registro Civil no es constitutiva e, indirectamen-
te, está indicando que la asistencia puede ser inscrita pero a los 
solos efectos de obtener su publicidad. El problema es que el cargo 
de asistente no está previsto en el Código Civil español ni tampoco 
en la Ley del Registro Civil 66. Por eso habrá que acudir al artícu-
lo 88 de la Ley todavía vigente cuando dispone que en la Sección 4.ª 
se inscriben el organismo tutelar y las demás representaciones 
legales que no sean de personas jurídicas y sus modificaciones, así 
como al criterio del artículo 89 según el cual las inscripciones rela-
tivas al organismo tutelar se practicarán en el Registro del domici-
lio de las personas sujetas a la tutela en el momento de constituirse 
ésta, y por último al más genérico artículo 283 del Reglamento del 
Registro Civil. La nueva Ley del Registro Civil de 2011, por su 
parte, prevé en su artículo 73.1, tras indicar la inscripción de los 
nombramientos de tutor y curador, que también tendrán acceso al 
Registro Civil las medidas judiciales sobre guarda o administra-
ción y sobre vigilancia o control de dichos cargos tutelares, inciso 
a través del cual podemos entender que también ha de ser inscrita 
la constitución, modificación o extinción de la asistencia.
Por su parte, la legislación italiana, coherente con el hecho de 
que el nombramiento de un administrador de apoyo no altera el 
estado civil de la persona beneficiaria, establece que la publicidad 
registral se produzca mediante nota marginal. No es precisa una 
inscripción registral porque no hay modificación del estado civil: 
«el decreto de constitución de la administración de apoyo, el decre-
to de extinción y cada una de las medidas ordenadas por el juez 
tutelar durante la vigencia de la administración de apoyo serán 
objeto de anotación en el Registro pertinente. El decreto de consti-
tución de la administración de apoyo y el decreto de extinción tie-
nen que ser comunicados, dentro de los diez días desde su emisión, 
al Registro Civil para que sea anotado al margen en la partida de 
nacimiento del beneficiario. Si la duración del encargo es por tiem-
po determinado, las anotaciones marginales deberán ser eliminadas 
una vez transcurrido el plazo indicado en el decreto de constitución 
o en otro eventual de prórroga de la administración de apoyo» 67.
La cuestión de la inscribibilidad de la asistencia a efectos de su 
oponibilidad a terceros no es menor, puesto que, como el asistente 
puede asumir funciones de administración de los bienes de la per-
sona asistida, cabe que para realizar determinados actos precise 
 66 Cfr. al respecto, De Salas Murillo, S., La publicidad de la discapacidad en el 
Registro Civil, Cizur Menor (Navarra), 2011, p. 181. 
 67 Traducción del artículo 405 CCIt.
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acreditar su condición de asistente. Además, los terceros tienen 
derecho a conocer la existencia de esta figura de protección, entre 
otras cosas a los efectos de poder hacer efectiva si fuera necesario, 
la sanción de anulabilidad de determinados actos realizados por el 
asistido sin su intervención. Por ello, el juez encargado del Regis-
tro Civil no solo debería hacer constar el nombramiento del asis-
tente, sino también el ámbito de sus funciones, y el CCCat debería 
haber previsto la comunicación al Registro Civil de las resolucio-
nes judiciales de las funciones del asistente a que se refiere el 
artículo 226-4.1 CCCat (reducción o ampliación de las funciones 
del asistente), de la misma manera que lo ha previsto el legislador 
italiano.
4.  EL AsIstENtE. CRItERIOs pARA LA ELECCIÓN DE 
LA pERsONA qUE HA DE DEsEMpEñAR EL CARGO 
DE pROtECCIÓN
Para ilustrar esta importante cuestión, voy a relatar brevemente 
el supuesto recogido en el Decreto de 26 de enero de 2009 68 del 
juez tutelar de Módena, por el que se nombra a un abogado cole-
giado en la ciudad como administrador de apoyo de una mujer, 
Claudia, de unos cuarenta años; licenciada en lengua y literatura 
extranjera; que había residido en Alemania, Friburgo, durante más 
de trece años. Sus padres refieren en la demanda de solicitud que 
en los últimos años se había obsesionado con la alimentación 
macrobiótica, hasta el punto de que tuvieron que recogerla y trasla-
darla de vuelta a Capri por la gravedad de la situación física en que 
se encontraba. Acreditan documentalmente que su hija padece una 
forma de esclerosis múltiple, además de observar ciertos compor-
tamientos incontrolados al borde del delirio. Argumentan que 
necesita un administrador no sólo para cobrar la pensión mensual 
de invalidez y emplear estas rentas en su atención personal, sino 
también para la gestión de su patrimonio, ya que sus padres desa-
rrollan una actividad de empresa que gira a nombre de la hija, ella 
es la nudo-propietaria siendo el usufructo de los padres, de la 
buhardilla donde vive, de un piso en el mismo inmueble en Capri 
donde residen los padres y de un local. Es titular de cuentas corrien-
tes; tiene pendiente el pago de deudas no insignificantes acumula-
das durante su permanencia en Alemania, dónde todavía mantiene 
 68 Puede consultarse en http://www.altalex.com/index.php?idnot=45271 (fecha de 
la consulta: junio 2013).
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arrendado en Friburgo un alojamiento por el que sus familiares 
están pagando un canon mensual.
El juez sopesa la gravedad de la situación física y psíquica de la 
persona necesitada de protección, mantiene una entrevista con ella 
en la que percibe que no admite en absoluto esta situación, y que 
reivindica su autonomía respecto a unos padres que –afirma– inter-
fieren constantemente en su vida y no le permiten actuar con liber-
tad. Concluye que, por la peculiaridad de la enfermedad y las 
características del patrimonio y ante la exigencia de garantizar la 
integridad de éste, y teniendo en cuenta, además, la edad de la 
beneficiaria, lo más procedente para su protección es privarle 
durante un plazo de tiempo breve de su capacidad de actuar en la 
vida jurídica para la realización de ciertos actos económico-patri-
moniales que se encomendarán –dado que la relación con los 
padres no es buena, ni siquiera aceptable– a un profesional de la 
confianza del juez. Sin embargo no hay razón para impedirle, en la 
medida en que su salud se lo permita, llevar una vida autónoma e 
independiente de sus padres, de manera que podrá realizar por sí 
sola todos los actos necesarios para satisfacer las exigencias de la 
vida cotidiana, y todos aquellos que no se encomienden expresa-
mente al administrador de apoyo. El nombramiento es por un plazo 
breve, doce meses y sólo para la realización de ciertas concretas 
tareas tales como determinar con los médicos la terapia a la que 
habrá de someterse la persona vulnerable, manteniendo en todo 
momento informado al juez e informando también a los padres de 
la beneficiaria, valorar la oportunidad de rescindir el contrato de 
arrendamiento del piso de Friburgo con presentación de una pro-
puesta al juez tutelar, y administrar y gestionar los inmuebles pro-
piedad de la persona beneficiaria. El administrador deberá rendir 
cuentas ante el juez transcurrido el plazo para el ejercicio de su 
cargo y plantear, en su caso, una propuesta razonada sobre la con-
veniencia de una prórroga. 
Son varias las cuestiones que surgen a partir de este caso de la 
práctica jurídica italiana, en el que queda de manifiesto el esfuerzo 
del juzgador por encontrar el necesario equilibrio entre el respeto a 
la voluntad de la persona asistida, el interés por menoscabar lo 
menos posible su capacidad de obrar y la necesidad de nombrar a 
la persona idónea para el ejercicio del cargo.
4.1 LA VOLUNTAD DE LA PERSONA ASISTIDA
En la legislación catalana no existe una disposición que regule 
los criterios de elección de la persona que ha de designarse como 
138 Paloma de Barrón Arniches
ADC, tomo LXVI, 2013, fasc. IV
asistente en cada caso. Por el contrario nuestro legislador ha prefe-
rido incidir más, y sin que haya lugar a la excepción, en el respeto 
que la autoridad judicial ha de mostrar de la voluntad de la persona 
a proteger. La persona necesitada tiene la posibilidad de decidir 
directamente quién quiere que sea su asistente, y el juez deberá 
respetar esa decisión, con la única excepción de que el designado 
no sea apto para el ejercicio del cargo, en aplicación de las normas 
sobre la aptitud del tutor por remisión contenida en el artícu-
lo 226-6 CCCat. Por aplicación de esta remisión a la tutela podría 
acudirse al artículo 222-15 CCCat sobre falta de aptitud en los 
supuestos en que concurran casos de enemistad, cumplimiento de 
penas de privación de libertad o imposibilidad de hecho, situacio-
nes que permiten al juez postergar la voluntad de la persona nece-
sitada. A partir de aquí cabe plantearse si, en tal eventualidad, lo 
procedente es que el juez desestime de plano la petición de nom-
bramiento de un asistente o, por el contrario que nombre como 
asistente a persona diferente que la designada por la persona nece-
sitada de protección. Podría pensarse que no ha de nombrarse a 
ningún asistente 69, en tanto que la persona necesitada es capaz. 
Pero lo cierto es que ella misma ha puesto en evidencia que requie-
re apoyo para el cuidado de su persona o bienes, por lo que parece 
más aconsejable, sobre la base de la propia voluntad de la persona 
protegida, acceder a la petición de nombramiento de un asistente, 
pero con persona distinta a la inicialmente propuesta. La voluntad 
de la persona asistida de solicitar esta medida de protección es el 
fundamento del cargo que, en su caso, ejercerá el nombrado asis-
tente: la persona capaz, libremente, se desprende de la posibilidad 
de ejercer ciertos aspectos o ámbitos de su capacidad de obrar y lo 
deja en manos de un tercero, cuya elección constituye una respon-
sabilidad del juez que conoce del asunto.
También en Italia, el artículo 408 CCIt determina la persona a 
la que ha de nombrar el juez tutelar como administrador de apoyo, 
con clara preferencia sobre cualquier otra para aquella que el pro-
pio asistido haya designado 70, en principio que sea persona física y 
familiar del beneficiario. Se considera que este derecho de autode-
 69 Al respecto el profesor Ribot ha señalado taxativamente, aunque sin dejar claro si 
se refiere a este supuesto de falta de aptitud del elegido o también al supuesto en el que, 
siendo jurídicamente apto, el juez no considera oportuno nombrar a la persona designada 
por el solicitante de la medida, que la única opción del juez es la de no acordar la medida 
de la asistencia, nunca la de designar a una persona diferente para que ocupe el cargo de 
protección, cfr. Ribot Igualada, J., L’assistència: abast i limitacions, cit., p. 36 de la 
ponencia.
 70 Véase al respecto el Decreto de 25 de agosto de 2010 del Tribunal de Varese (con-
sultable en http://www.altalex.com/index.php?idstr=321&idnot=50851 Fecha de la con-
sulta junio 2013).
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terminación está ligado intrínsecamente a la tutela de la dignidad 
de la persona 71, y, en concreto se prevé que el beneficiario de la 
medida pueda designar a quién desea ejerza el cargo de administra-
dor de apoyo en previsión de una eventual y futura incapacidad, y 
que lo haga o bien a través de un documento notarial, o en docu-
mento privado autenticado, en cuyo caso el juez tutelar queda suje-
to por esta designación. Se entiende que el acto de designación es 
un negocio jurídico inter vivos, unilateral, unipersonal, solemne y 
revocable con las mismas formalidades con las que se creó. La 
doctrina ha señalado las diferencias entre este acto de designación 
y el ya mencionado poder preventivo en atención a una posible 
futura situación de incapacidad, que está previsto en el ordena-
miento catalán y que, sin embargo, queda vedado en Italia por apli-
cación de los artículos 1.722.4 y 1.728 del Codice civile, en los que 
se prevé la extinción del mandato por la sobrevenida incapacidad 
del mandante o el mandatario 72. 
Sin embargo, el último apartado del artículo 408 CCIt se refiere 
a la libertad del juez para no seguir la voluntad del beneficiario de 
la medida, y a su facultad para nombrar a alguien de su confianza. 
Permite al juez una mayor capacidad de maniobra que en el siste-
ma catalán, quizá para evitar los casos en los que el beneficiario 
«elige» sometido a una cierta presión o manipulación por parte de 
sus familiares. Se utiliza el término «causa grave» como motivo 
suficiente para que pueda desatender la solicitud expresa de la per-
sona beneficiaria de la medida de protección 73. Pero cuidado, esta 
máxima discrecionalidad del órgano jurisdiccional italiano se 
podrá ejercer con ciertas cautelas. Por una parte, el artículo 410 in 
fine CCIt establece un plazo máximo de 10 años para el ejercicio 
del cargo de administrador de apoyo si quien lo desempeña es un 
profesional y no un familiar y, sobre todo, el artículo 405 CCIt 74 
detalla hasta el extremo el contenido que ha de tener el decreto de 
nombramiento de un administrador de apoyo, obligando de esta 
forma al juez a concretar y delimitar mucho, tanto el objeto de la 
 71 Cfr. Savorani, G. (traducido del italiano por López López, J. M.), «La designa-
ción del administrador de apoyo en previsión de la futura incapacidad en el derecho italia-
no», en Pérez de Vargas Muñoz, J., La encrucijada de la incapacitación y la discapaci-
dad, cit., p. 334. 
 72 Señala Savorani que la diferencia esencial entre una y otra figura es que el man-
dato confiere el encargo, directamente a la persona designada, sin la intervención del juez, 
que es por el contrario esencial para activar la administración de apoyo. Esta institución de 
protección es de constitución judicial, mientras que el mandato tiene como fuente exclusi-
va la voluntad del mandante. Cfr. Savorani, G., La designación del administrador..., 
cit., p. 338.
 73 Artículo 408 CCIt: «In mancanza, ovvero in presenza di gravi motivi, il giudice 
tutelare può designare con decreto motivato un amministratore di sostegno diverso». 
 74 Véase el apartado 3.3 de este trabajo.
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protección como las condiciones en que se ha de llevar a cabo el 
encargo.
Cabe mencionar que en el anteproyecto de libro II CCCat, el 
artículo 226-1, 2.º tenía un redactado similar al del artículo 408 
CCIt, pero en su versión definitiva se suprimió la referencia a la 
causa grave para incumplir los deseos del beneficiario de la medida 
de protección, optando con ello por el máximo respeto a los deseos 
de la persona asistida, aun a riesgo de perjudicarle 75. En efecto, la 
asistencia que regula nuestro Código civil pone voluntariamente el 
énfasis en la legitimación exclusiva del propio beneficiario para 
solicitar el nombramiento de un asistente, así como para la elec-
ción del mismo, y ello porque se trata de una institución configura-
da en torno a la voluntad de la persona asistida, lo cual justificaría 
la imposibilidad del juez de obviar esta voluntad, que sólo sería 
posible en los supuestos de falta de aptitud legal del elegido para 
desempeñar el cargo de protección. Pese a todo, hay que ser cons-
cientes de que, en muchos casos, las personas vulnerables en las 
que el legislador piensa al regular la asistencia no eligen a nadie, ni 
otorgan poderes, ni realizan acto formal alguno anterior al escrito 
de solicitud de la asistencia. En ocasiones se encuentran en situa-
ciones que dificultan enormemente la selección correcta de la per-
sona idónea, cabe que esta decisión les suponga un esfuerzo adi-
cional o una ansiedad excesiva por razón de su edad o enfermedad, 
o que la elección sea motivo de desavenencias y discusiones fami-
liares. Parece claro que en los supuestos en los que el solicitante de 
la medida no designa a nadie, o se limita a excluir a alguna persona 
concreta para el cargo, la discrecionalidad del juez se incrementa 
considerablemente a la hora de designar a quien considere más idó-
neo, porque no rige para la asistencia la previsión existente en el 
artículo 222-10 CCCat 76 de un orden de preferencia en la elección 
de la persona que ha de ser tutor 77. 
Si volvemos al caso expuesto, queda claro que el juez tutelar 
italiano se hace eco de la mala relación existente entre la persona 
necesitada de protección y sus padres. Pretende respetar la volun-
 75 Cfr. BOPC núm. 384, Projecte de Llei del Llibre II del Codi Civil de Catalunya, 
de 19 de gener de 2009, p. 35. Esta solución fue criticada por el profesor Rivero, véase 
Rivero Hernández, F., Comentario al artículo 226-1, cit., p. 419.
 76 Así lo entiende sin dudarlo Rivero Hernández, véase Rivero Hernández, F., 
Comentario al artículo 226-1, cit., p. 417. 
 77 Insiste Vaquer en que no es una lista cerrada e inamovible pero que sin duda con-
diciona la elección de la persona del tutor por parte del juzgador. Cfr. Vaquer, A., Comen-
tario al artículo 222-10 CCCat, cit., p. 189. Por su parte, Martínez García defiende la 
conveniencia e interés de que el juez que ha de elegir al asistente recurra a esta lista, aun-
que sin estar vinculado legalmente por ella, cfr. Martínez García, M. A., «Instituciones 
de protección: La asistencia. El documento de voluntades anticipadas», en Barrada, R., 
Garrido, M., y Nasarre, S., El nuevo Derecho de la persona y de la familia, cit., p. 150.
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tad de Claudia, que no había designado una persona concreta para 
que le asista –básicamente porque no reconocía siquiera sus pro-
pias limitaciones, por razón de la propia enfermedad psíquica que 
padecía–, pero había señalado que no deseaba ser controlada por 
sus progenitores. Por ello encomienda la tarea a un tercero ajeno a 
la familia, en concreto a un profesional del derecho, a tenor de las 
tareas que decide encomendarle, es decir, con un criterio de espe-
cialización en la gestión de este concreto patrimonio. 
4.2  LA IDONEIDAD DE LA PERSONA QUE HA DE DESEM-
PEñAR EL CARGO DE PROTECCIÓN
La redacción del capítulo sexto del CCCat dedicado a la asis-
tencia se refiere siempre al asistente en singular, dando a entender 
que solo puede ser una la persona que ocupe el cargo, a diferencia 
del derecho alemán, en que cabe el nombramiento de una plurali-
dad de personas 78 Si bien teóricamente podría admitirse una plura-
lidad de asistentes para aquellos cometidos específicos para los que 
la persona requiriera la asistencia, lo cierto es que la complejidad 
de la regulación catalana por lo que concierne al contenido de la 
asistencia y al régimen de la anulabilidad aconseja el nombramien-
to de un único asistente que haga más sencillo el funcionamiento 
del cargo. Ahora bien, si por la complejidad de las tareas a realizar, 
fuera necesario recurrir a un profesional, ¿qué tipo de profesional 
debería nombrar el juez?, ¿personas físicas o personas jurídicas? El 
artículo 226-1.2 CCCat habla de «persona» de manera genérica, 
sin ulterior concreción. Ante el silencio legal entiendo que por 
remisión al artículo 222-16 CCCat –normas sobre aptitud del tutor, 
aplicables según el artículo 226-6 CCCat–, sólo las personas jurídi-
cas sin ánimo de lucro podrán ejercer como asistentes en Cataluña, 
las cuales deberán designar a la persona física que ejercerá directa-
mente la labor de asistente 79, que será diferente en función de la con-
creta tarea que se le encomiende a la institución por parte del juez –en 
esto precisamente radica la profesionalización del cargo–, quedando 
excluidas expresamente aquellas personas físicas o jurídicas que se 
encuentren en una situación de conflicto de intereses 80.
 78 § 1899(1) BGB.
 79 Cfr. Martínez García, M. A., Instituciones de protección..., cit., p. 148.
 80 El artículo 222-17 CCCat dispone que no pueden ser tutores las personas que, en 
virtud de una relación contractual, presten servicios asistenciales, residenciales o de natu-
raleza análoga a la persona protegida. A partir de la aplicación analógica de esta norma no 
deberá nombrarse como asistente en Cataluña al cuidador profesional de la persona asisti-
da si se le encomiendan funciones de administración del patrimonio. 
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El legislador italiano, ya lo he mencionado, opta claramente por 
las personas físicas, preferentemente los familiares del beneficia-
do. Si bien, la redacción del 408 CCIt no descarta la conveniencia 
de que en algunos casos sea un experto o profesional quien ejerza 
como administrador de apoyo 81. Una o varias personas, físicas o 
jurídicas, siempre bajo el argumento fundamental de la búsqueda 
del bien de la persona protegida, máxime en los casos en los que el 
patrimonio del asistido es importante o difícil de gestionar, y tam-
bién el de aquellos supuestos en los que la relación del asistido con 
sus familiares no es buena, antes al contrario, la implicación de 
carácter emocional con la persona que precisa la protección se con-
vierte en un obstáculo para el correcto desempeño de las funciones 
del administrador de apoyo 82. Incluso se planteaba para algunos 
autores, como más idónea, la solución que propugna el régimen 
francés que llega a regular una nueva profesión para el ejercicio de 
los mandatos no familiares de protección de una persona mayor 83. 
Con la consecuente y necesaria determinación de unos criterios 
para fijar la remuneración derivada del ejercicio del cargo cuando 
es ejercido por estos profesionales, sean personas físicas o jurídi-
cas 84. Sin embargo, a mi juicio la norma italiana no deja excesivo 
margen a la interpretación, de modo que lo habitual será que el 
administrador de apoyo sea una sola persona física, familiar cerca-
no del beneficiario de la medida. Solo en el supuesto excepcional 
en que se demuestre su necesidad, el juez deberá encargar esta acti-
vidad a un profesional 85. Esta es la solución que parece adecuada 
 81 Cfr. Calice, E., «Commento agli articolo 404 ss. Codice Civile», en Bonili-
ni, G., Confortini, M., Granelli, C., Codice civile ipertestuale, Torino, 2005, epígra-
fe 1; Berti, F., «L’amministrazione di sostegno. Aspetti giuridici e sociologici», consulta-
ble en http://www.altrodiritto.unifi.it/ricerche/marginal/berti/ (fecha de la consulta junio 
2013), p. 15. Véase también la Sentencia de 19 de febrero de 2005 del Tribunal de Roma, 
citada en Famiglia, persone e successioni, 2005, p. 271.
 82 Se afirma que ante situaciones caracterizadas por un alto gradeo de complejidad, 
o bien frente a panoramas delicados en el plano personal, o de salud la elección ha de 
recaer en personas (si es preciso más de una) expertas en los sectores de los que han de 
ocuparse. Cfr. Cendon, P., y Rossi, R., Amministrazione di sostegno. Motivi ispiratori e 
applicazioni pratiche, tomo II, Turín, 2009, p. 942.
 83 La ley francesa de 5 de marzo de 2007 de protección de mayores regula una nueva 
profesión para el ejercicio de los mandatos no familiares de la protección judicial de un 
mayor (art. 471-1-8, y 472.1-4 del Código de Acción Social y de Familias). Estos precep-
tos prevén que, las personas físicas y jurídicas que ejerciten habitualmente medidas de 
protección jurídica serán llamadas mandatarios judiciales de protección de mayores 
(MJPM). Cfr. Fossier, T., La réforme de la protection des majeurs (guide de lectura de la 
loi du 5 mars 2007), La Semaine Juridique 11, 14 de marzo de 2007, pp. 15-17.
 84 La Ley francesa de 2007 prevé de que la financiación de la actividad de estos 
profesionales se unifique y siga criterios precisos y claros. En concreto, la persona protegi-
da participará en los gastos derivados de su protección en función de sus ingresos; si bien, 
a falta de recursos suficientes, un sistema de financiación pública subsidiaria garantizará la 
retribución de los mandatarios en cuestión.
 85 En el supuesto fáctico comentado en el texto, el juez tutelar de Módena establece 
una duración muy corta para el ejercicio del cargo por parte del letrado. Además, se abstie-
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también para Cataluña, porque encaja absolutamente con el funda-
mento o razón de ser de la figura de la asistencia, y dado que en el 
nombramiento del asistente o del administrador de apoyo no sólo 
debe considerarse el factor de la necesaria especialización del 
nombrado para el cargo, sino también la importante cuestión de la 
confianza que aquél genera en la persona vulnerable.
5. EL EJERCICIO DE LA AsIstENCIA
5.1 ESTATUTO DEL ASISTENTE
El nombramiento de un asistente, en tanto que cargo de protec-
ción de la persona establecido judicialmente, hace necesario que el 
designado tome posesión del mismo. Entre las normas de tutela apli-
cables a la asistencia por remisión del artículo 226-6 CCCat, no se 
cuenta ni la norma sobre prestación de caución del artículo 222-20, 
ni la norma que obliga a realizar un inventario de los bienes del inca-
paz –en este caso del asistido–, del artículo 222-21. No obstante lo 
cual, y dado que es la resolución judicial la que en cada caso deter-
mina cuáles son las tareas y los deberes que afectan al asistente, en la 
medida en que se le atribuyan funciones de administración del patri-
monio del asistido, el requerimiento de confección de un inventario 
parece ineludible, básicamente a los efectos de que en su momento 
pueda procederse cabalmente a la rendición de cuentas de la tarea 
realizada. En cuanto a la excusa para ejercer el cargo, no parece que 
exista dificultad alguna para aplicar el artícu lo 222-18.1 CCCat, de 
manera que puede afirmarse que son excusas la edad, la enfermedad, 
la falta de relación con la persona que debe ser protegida, las deriva-
das de las características del empleo o profesión del designado, o 
cualquier otra que haga el ejercicio especialmente gravoso o que 
pueda afectarlo. Aunque las funciones del asistente son menos exi-
gentes que las del tutor, pues no abarcan la completa esfera jurídica 
de la persona necesitada, el llamado al cargo de asistente debe poder 
excusarse por las razones mencionadas.
Una vez aceptado el cargo, el asistente queda sujeto a un régi-
men jurídico similar al del resto de instituciones de protección 
ne de fijar una remuneración por sus servicios. Parece que la intención es más bien que el 
abogado estudie el asunto, encauce los temas más urgentes e informe cumplidamente al 
juez. Después de un año y de poner en orden los asuntos patrimoniales de Claudia, podría 
no ser necesaria la figura del administrador de apoyo, o que este cargo sea desempeñado 
por un profesional. En cualquier caso, parece evidente que el abogado designado devenga-
rá unos honorarios por la tarea a realizar en favor de Claudia y de su patrimonio, patrimo-
nio con el que habrá que atender al pago de dicha remuneración.
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establecidas judicialmente, en primer lugar, por la aplicación de los 
artículos 221-1 a 221-5 CCCat, comunes a todas las instituciones 
de protección. Así, hay que referirse a la obligación de ejercer su 
función en interés de la persona vulnerable recogida en el artícu-
lo 221-1 CCCat, según el cual las funciones de protección de las 
personas que requieren asistencia deben ejercerse siempre en inte-
rés de la persona asistida y de acuerdo con su personalidad. Van 
dirigidas al cuidado de su persona, a la administración o defensa de 
sus bienes e intereses patrimoniales y al ejercicio de sus derechos. 
También esta norma queda recogida en la legislación italiana, si 
bien de forma más específica en el artículo 410 CCIt, sobre los 
deberes que afectan al administrador de apoyo. En el derecho ale-
mán también resulta irrefutable que la asistencia tiene que permitir 
la libre determinación de la persona asistida tanto como sea posi-
ble, y por eso el asistente tiene que atender por mandato legal sus 
deseos 86. En segundo lugar y vinculado directamente está el deber 
de informar y escuchar a la persona asistida, que el legislador ita-
liano concreta de la siguiente manera: «el administrador de apoyo 
debe informar oportunamente al beneficiario acerca de los actos 
que ha de cumplir, ello además de informar al juez tutelar en caso 
de disenso con el beneficiario» 87. En un acto expreso de respeto a 
la condición de persona capaz del sujeto vulnerable, se obliga al 
administrador de apoyo a notificarle todos sus pasos en el ejercicio 
de sus funciones, y se prevé la posibilidad de que la beneficiaria de 
la medida no se muestre conforme con su actuación, en cuyo caso 
la última palabra la tiene el juez, y por ello debe ser informado 
siempre que se de una situación de desacuerdo.
En Cataluña, las funciones del asistente son personalísimas y 
no cabe su delegación. En cuanto a su posible remuneración, el 
artículo 221-3 CCCat, en sede de disposiciones comunes, exige 
que de forma expresa se altere la regla general de la gratuidad, de 
la misma manera que ocurre en Italia 88, es decir, que queda en 
manos del juez la decisión de establecer expresamente una remu-
neración en la resolución que ordene el nombramiento del asisten-
te. En cualquier caso, sí es claro que la ley concede al asistente el 
derecho al reembolso de los gastos y a la indemnización de los 
 86 Cfr. § 1896 B.G.B. En concreto, el § 1901 señala literalmente: «El asistente legal 
debe cuidar de los asuntos del asistido de tal manera que procure su bienestar. El bienestar 
del asistido implica también la posibilidad de que su vida transcurra, según sus capacida-
des, de acuerdo con sus propios deseos y aspiraciones», cfr. Lamarca Marqués, A. (dir.), 
Código civil alemán, cit., p. 436.
 87 Artículo 410.2 CCIt Cfr. Peloso, P. F., y Ferrannini, L., «Sofferenza psichica e 
amministrazione di sostegno», en Ferrando, G., L’amministrazione di sostegno, cit., p. 77. 
 88 Artículo 379 CCIt. Cfr. Bonilini, G., «L’amministratore di sostegno», en Boni-
lini, G., ytommaseo, F., Commentario Codice civile, cit., p. 318.
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daños que el ejercicio del cargo le haya provocado, e incluso cabe 
que el asistido, al solicitar el nombramiento, prevea ya una retribu-
ción para su asistente con cargo a su patrimonio 89.
5.2  ACTUACIÓN DEL ASISTENTE EN EL ÁMBITO PERSO-
NAL y PATRIMONIAL DE LA PERSONA VULNERABLE
Para analizar las concretas funciones que competen al adminis-
trador de apoyo o al asistente es preciso interrelacionar las funcio-
nes reguladas expresamente en la norma con la capacidad del juez 
de delimitar en cada caso. Esto es, ponderar cómo opera, en uno y 
otro sistema jurídico, la necesaria personalización de la institución 
de protección, el famoso traje a medida que la autoridad judicial 
confecciona en beneficio de cada persona vulnerable. En Italia, por 
el tiempo de vigencia de la norma desde 2004 y la abundante apli-
cación que de la misma se ha realizado, existe una importante prác-
tica de los tribunales tutelares en cuanto a la determinación de las 
concretas funciones de cada administrador de apoyo que se nom-
bra. Porque lo cierto es que tanto en el Codice civile italiano como 
en el Codi civil catalán, la fórmula legal es muy amplia, de modo 
que las tareas encomendadas al administrador de apoyo y al asis-
tente pueden ser variadísimas. Aunque no se busca en principio la 
sustitución de la persona vulnerable en la toma de decisiones, sino 
solo proporcionarle el soporte y apoyo que pueda necesitar, es 
claro que pueden plantearse situaciones complejas, porque la insti-
tución de protección invade en mayor o menor medida la esfera de 
actuación de la persona vulnerable, y ello tiene consecuencias no 
menores para la propia persona necesitada de protección y para los 
terceros.
Así pues, y únicamente con respecto a esta cuestión de enorme 
trascendencia, realizaré mi análisis examinando en primer lugar el 
sistema legislativo y la práctica judicial italiana para después refe-
rirme a la escueta y amplia fórmula legal del derecho civil catalán, 
realizando en la medida de lo posible una previsión de cómo y por 
dónde deberán circular las resoluciones judiciales que apliquen 
esta normativa en Cataluña. 
 89 Martín Pérez, J. A., «La asistencia como alternativa a los instrumentos tradicio-
nales de protección de las personas con discapacidad. Notas sobre el nuevo Derecho de la 
persona en Cataluña», en Barrada, R., Garrido, M., y Nasarre, S., El nuevo Derecho de 
la persona..., cit., p. 151.
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5.2.1  Las funciones del administrador de apoyo, en la norma 
italiana y en su aplicación judicial
En Italia la norma, siendo amplia en su formulación es clara e 
inteligible en cuanto a los conceptos jurídicos empleados, deja 
claro que el administrador de apoyo en ocasiones o respecto a 
determinados actos puede representar al beneficiario de la medida, 
para otros actos le presta asistencia, es decir complementa su capa-
cidad, y, finalmente, hay otros ámbitos –todos aquellos que no le 
hayan sido atribuidos expresamente por el juez tutelar– en los que, 
simplemente, no puede intervenir en modo alguno porque corres-
ponden de forma exclusiva a la persona asistida, que sigue siendo 
capaz 90. En los supuestos en que se encomienda al administrador 
de apoyo la representación del sujeto vulnerable, la doctrina entien-
de que el administrador reemplaza totalmente al beneficiario, 
obviamente solo con respecto a los ámbitos expresamente señala-
dos en el decreto de nombramiento, porque la representación es 
exclusiva, de modo que el beneficiario no podrá actuar en ningún 
caso en la operación que resulta completamente delegada al admi-
nistrador 91. Por último, se prevé la necesidad de autorización del 
Tribunal o juez tutelar para la realización de ciertos actos de natu-
raleza extraordinaria, ex artículo 374 y 375 CCIt aplicables al tutor 
y que también afectan al administrador de apoyo por remisión 92. 
Es precisa la autorización judicial para la realización de determina-
dos actos extraordinarios tales como la adquisición de bienes de 
 90 Señala el artículo 405 CCIt que el decreto de nombramiento del administrador de 
apoyo, necesariamente deberá especificar el objeto del encargo y los actos que el adminis-
trador tiene potestad para realizar en nombre y representación del beneficiario; así como 
aquellos actos que el beneficiario puede realizar únicamente si cuenta con la asistencia de 
su administrador de apoyo. Por su parte, el artículo 409 CCIt también es claro en cuanto a 
los efectos del nombramiento de un administrador de apoyo.
 91 Cfr. Cendon, P., y Rossi, R., Amministrazione di sostegno, tomo II, Milán, 2009, 
pp. 699 y ss. No se esconde a nadie que esta decisión legislativa afecta frontalmente a la 
capacidad de la persona beneficiaria de esta medida de protección, en principio, no incapa-
citante. Señala Bonilini: «Dalle norme affidate alla L. n. 6/2004, emerge, anziutto, la 
preoccupazione di nonfare, del beneficiario di amministrazione di sostegno, un nouvo 
incapace (...)non può negarsi, del resto, che, per quanti sforzi si facciano, per quanti equi-
librismi si escogitino, per quante perìfrasi s’impieghino, la sostanza rimane immutata: 
può sì riconoscersi che il beneficiario di amministrazione di sostegno non è un incapace, 
ma è anche certyoche lo stesso non è neppure pienamente capace, ché, pèr gli atti che 
debbono essere compiutti dall’amministratore di sostegno, il quale ne abbia la represen-
tanza esclusiva, o pei quali occorra la sua asistenza, la sua capacità è compromessa», 
Bonilini, G., «Commentario artt 409 e 410», en Tommaseo, F., y Bonilini,  G., Commen-
tario Codice Civile, cit., p. 336. En la misma línea, otros autores como Dosseti, M., 
«Effetti dell’amministrazione di sostegno», en Dosseti, M., Moretti, M., y Moretti, C., 
L’amministrazione di sostegno e la nuova disicplina dell’interdizione e dell’inhabilitazione, 
Milán, 2004, pp. 75 y ss.; Moretti, M., «La capacità del beneficiario dell’amministrazzione 
di sostegno» en Rivista del notariato 2005, pp. 423 y ss.; Bortoluzzi, A., 
L’amministrazione di sostegno. Applicazioni pratiche e giurisprudenza, Turín, 2005, p. 20. 
 92 Cfr. artículo 411.1 CCIt.
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cierto valor, cobrar capitales, constituir hipotecas o prendas, asu-
mir obligaciones (salvo que sean las ordinarias para el manteni-
miento de la persona protegida o a la ordinaria administración de 
su patrimonio), aceptar o renunciar una herencia, etc.
A partir de esta normativa, los tribunales tutelares han procura-
do atender las concretas exigencias de cada caso que habían de 
proveer. Resulta ilustrativa, a estos efectos, la parte dispositiva del 
Decreto de nombramiento de un administrador de apoyo dictado 
por el Tribunal de Varese el 7 de diciembre de 2011 93. El supuesto 
de hecho era el de una señora mayor que, por motivo de una grave 
enfermedad, ha de trasladarse a vivir a una residencia geriátrica y 
solicita que se le nombre un administrador de apoyo para que se 
encargue de la administración de sus bienes. Tiene un animal de 
compañía, un perro que había dejado al cuidado de su mejor amiga 
al ingresar en la residencia, solicitando durante el procedimiento 
que sea esta misma persona la que siga ocupándose del animal y 
que se lo lleve de vez en cuando para que pueda verlo. El juez tute-
lar razona en su resolución que, aunque la regulación sobre la 
administración de apoyo no prevé expresamente el nombramiento 
de un coadministrador, ninguna norma excluye que para el desarro-
llo de alguna concreta tarea de gestión el administrador pueda 
valerse de asistentes, antes al contrario, el artículo 411 CCIt, que 
remite expresamente a los artículos que regulan la tutela permite la 
aplicación del artículo 379, cuyo inciso segundo prevé la posibili-
dad del tutor de valerse de una o más personas para que le auxilien 
y para cuyo nombramiento ha de contar con la autorización del 
juez tutelar. Después, en una larguísima parte dispositiva de su 
resolución, el juez tutelar dispone, resumidamente, lo siguiente:
Primero. Nombra como administrador de apoyo a XXX y, en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 379 CCIt, nombra como auxi-
liar de éste a doña yyy con las siguientes concretas tareas: cuidar 
de las necesidades materiales de la beneficiaria de la medida y de 
su perro, al que debe llevar a la residencia geriátrica con regulari-
dad y de acuerdo con los deseos del propio beneficiario. Preparar, 
en forma mensual, una relación de los gastos derivados del cuidado 
del animal siendo el administrador el encargado de reembolsarle 
dichos gastos.
Segundo. Asigna al administrador la tarea de velar por los 
intereses personales y patrimoniales de la beneficiaria, con la obli-
gación de realizar, sin necesidad de autorización previa, todos los 
actos de conservación y protección del patrimonio, incluido el 
 93 Consultable en http://www.quotidianosanita.it/allegati/allegato1961986.pdf 
(fecha de la consulta: junio 2013).
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pago de todos los gastos necesarios para el cuidado de la persona 
beneficiaria. El administrador de apoyo dispone del plazo de trein-
ta días desde que acepte el cargo, para presentar inventario comple-
to del patrimonio de esta persona ante el juez tutelar.
Tercero. Dispone que, para realizar su tarea, el administrador 
tiene las siguientes facultades y obligaciones:
A) En representación exclusiva (art. 409, I, CCIt).
El administrador tiene el deber de hacer una declaración preci-
sa y detallada de la situación actual del patrimonio de la beneficia-
ria, para lo que tendrá acceso a toda la información necesaria, 
incluida las de entidades financieras, presentando el poder que 
ahora se le confiere. El administrador tendrá la posibilidad de inter-
venir y llevar a cabo cualquier actividad que sea necesaria para la 
gestión ordinaria del patrimonio. Con respecto a los bienes inmue-
bles, el administrador, con la ayuda de los Servicios Sociales, veri-
ficará las necesidades económicas de la persona protegida en aten-
ción al coste de la residencia geriátrica y formalizará un programa 
de disposición de bienes necesario para obtener la liquidez necesa-
ria con la que hacer frente a estos gastos. En este sentido, el admi-
nistrador tiene la potestad para administrar la pensión que recibe la 
persona protegida y utilizarla en su propio interés. Tiene poder 
para intervenir, representándola, en la tramitación instada ante los 
organismos pertinentes. Sin embargo, para cada cobro que se 
obtenga, deberá ser autorizado por la persona destinataria de estas 
ayudas. El administrador podrá celebrar contratos en nombre de la 
persona protegida, si fuera necesario para sus intereses y con el 
límite de la administración ordinaria del patrimonio.
B) En calidad de asistencia o complemento de capacidad 
(art. 409, I, CCIt).
El administrador tiene el poder y el deber de asistir a la persona 
beneficiaria en relación con el consentimiento informado que ha de 
prestar para el tratamiento de sus datos personales, y para el trata-
miento médico que se le proponga. El beneficiario no puede suscri-
bir préstamos hipotecarios ni otra clase de préstamos, excepto con 
la firma del administrador, tampoco puede otorgar préstamos gra-
tuitos excepto con la firma del administrador. 
Cuarto. Establece que se priva a la beneficiaria de su capaci-
dad jurídica para la realización de actos de administración extraor-
dinaria de su patrimonio, recordando que el administrador tiene la 
obligación de pedir autorización al juez tutelar para poder realizar 
este tipo de actos (ex arts. 374, 375 y 376 CCIt), y de informar a la 
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beneficiaria sobre las acciones que lleve a cabo, y de informar al 
juez tutelar siempre que haya desacuerdo de la beneficiaria con su 
actuación.
Quinto. El administrador deberá presentar informe por escri-
to al juez tutelar a finales de junio de cada año, refiriendo las acti-
vidades realizadas y las condiciones de vida de la beneficiaria, con 
la rendición de cuentas correspondiente. 
Sexto. La beneficiaria podrá realizar por sí misma sin inter-
vención alguna del administrador apoyo, todos los actos necesarios 
para cumplir con las exigencias de la vida cotidiana y de todos 
aquellos para los que su capacidad de obrar no ha sido expresa-
mente limitada en esta resolución.
Séptimo. Dispone que se dé cuenta al Registro civil para la 
anotación de este Decreto como nota marginal en la partida de 
nacimiento de la beneficiaria 94.
Este largo ejemplo sirve para ilustrar una gran realidad del 
actual sistema civil italiano de protección de las personas en situa-
ciones de vulnerabilidad: se configura a partir del principio de 
necesidad y de proporcionalidad y se articula su eficacia a partir 
del poder reservado al juez tutelar para que pueda atender, con la 
máxima individualización, las concretas exigencias de cada caso 
del que tenga que conocer 95.
5.2.2  La actuación del asistente en la esfera personal y patri-
monial de la persona protegida
Sería deseable encontrar este nivel de concreción y detalle en 
las resoluciones que puedan dictarse por los tribunales de primera 
instancia en Cataluña, con base en la aplicación del artículo 226 
CCCat 96. La jurisprudencia italiana sí ha potenciado mayoritaria-
 94 Otras resoluciones analizadas sobre las funciones atribuidas al administrador de 
apoyo son las siguientes: Decreto de 11 de octubre de 2007 (Tribunal de Módena), 21 de 
enero de 2006 (Tribunal de Milán), 3 de julio de 2006 (Tribunal de Milán), 24 de febrero 
de 2005 (Tribunal de Módena), 4 de octubre de 2007 (Tribunal de Módena), 30 de julio 
de 2008 (Tribunal de Lodi), 14 de diciembre de 2007 (Tribunal de Roma), consultables en 
la web www.personaedanno.it.
 95 Cfr. Visintini, G., «Le ragioni della riforma», en Ferrando, G., L’amministrazione 
di sostegno, cit., p. 17. 
 96 La única resolución encontrada a fecha de terminación del trabajo, el Auto de 26 
de octubre de 2012 de la Audiencia Provincial de Lleida, determina en cuanto a las funcio-
nes del asistente, como señalábamos en la nota 9, que son estrictamente patrimoniales y 
dentro de éstas solo las actuaciones que lleven consigo la modificación, aumento o dismi-
nución significativa del patrimonio del asistido, y que el asistente deberá rendir cuentas 
anualmente al Juzgado de su tarea. De lo que se deduce un interés por limitar en lo posible 
la tarea a realizar por el asistente, así como por asegurar el control externo de la misma. No 
se entra a delimitar el alcance jurídico de dichas funciones, ni si éstas quedan vedadas a la 
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mente el recurso a la figura del administrador de apoyo, precisa-
mente a través de este recurso a la clasificación detallada de los 
actos, del objeto de la protección a la persona vulnerable. Se expre-
sa lo que ésta no puede hacer y lo que sí puede hacer, se concreta lo 
que ha de hacer con asistencia del administrador de apoyo. Se asig-
nan directamente una serie de cometidos al administrador para que 
actúe en representación exclusiva de la persona vulnerable y, por 
último, se detallan las actuaciones que precisan de autorización 
judicial. y esto es posible, entre otras cosas, porque la normativa es 
clara en cuanto a los términos jurídicos empleados. No puede 
decirse lo mismo de la normativa catalana, en la que debemos pre-
guntarnos en primer lugar, qué ha querido decir exactamente el 
legislador con la propia palabra asistencia, puesto que dentro del 
propio Libro II, se utiliza para referirse a figuras distintas. Además 
de las funciones atribuidas al asistente en el artículo 226-2 CCCat, 
la asistencia tiene otro significado en los artículos 222-42 y 223-1.a) 
(así como en los arts. 223-4.2, 223-4.3 o 223-8), en los que se invo-
ca la función de «asistencia» que corresponde a tutor y curador 
sobre la persona tutelada o en curatela 97. En estos artículos, «asis-
tencia» significa complemento de capacidad para que el acto sea 
plenamente eficaz cuando lo realiza una persona sometida a tutela 
o curatela, es decir, la intervención del tutor o del curador en el 
ejercicio de sus funciones, y no el cargo de protección específico 
del artículo 226-1 y ss. Por consiguiente, hay que ir con cuidado 
para no mezclar ni confundir estas dos acepciones del término 
«asistencia», aunque, como se verá, no dejan de tener muchos pun-
tos de coincidencia.
En segundo lugar, está el verbo intervenir, que se emplea como 
definitorio de las actividades que realiza el asistente en el ámbito 
patrimonial, de conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 226-2.3 CCCat. Se ha dicho que el recurso a tal vocablo ha causa-
do cierta perplejidad en la doctrina 98, ¿cómo habría de ser de otra 
persona asistida, aunque es razonable pensar que Tribunal está estableciendo que el asis-
tente las realizará «en representación» del asistido. 
 97 Artículo 222-42 CCCat: «el menor tutelado que adquiere bienes con su actividad 
tiene, a partir de los dieciséis años, facultad para administrarlos, con la asistencia del tutor 
en los supuestos a que se refiere el artículo 222-43». Artículo 223-1.a) CCCat: «los meno-
res de edad emancipados, si los progenitores han muerto o han quedado impedidos para 
ejercer la asistencia prescrita por la ley, salvo el menor emancipado por matrimonio con 
una persona plenamente capaz».
 98 Me refiero a las alusiones expresas de Ribot al artículo publicado en 2011 por 
quien suscribe (De Barrón Arniches, P., «La acumulación de instituciones de protección 
de la persona en el nuevo Libro II del Codi civil de Catalunya», en Florensa i Tomàs, C., 
y Fontanellas Morell, J. M. (coords.), La Codificación del Derecho civil de Cataluña: 
Estudios con ocasión del cincuentenario de la Compilación, Madrid, 2011, p. 231), en su 
ponencia presentada en Tossa de Mar el 20 de septiembre de 2012, en prensa (Ribot Igua-
lada, J., L’assistència: abast i limitacions, cit., p. 39). 
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manera? El legislador catalán crea una nueva figura de protección, 
sin precedentes en nuestro derecho, y para definir su contenido deci-
de acudir a una terminología «jurídicamente neutra (...) que no 
corresponde a ninguna categoría jurídica tipificada legalmente» 99. A 
la espera de que se vaya extendiendo la aplicación práctica de la 
figura y, con ello, de que tenga lugar una interpretación judicial del 
término, la doctrina comienza a razonar sobre cuál deba ser el signi-
ficado de la palabra intervenir, como función que se atribuye al asis-
tente en el ámbito patrimonial del asistido. De la lectura detenida del 
apartado tercero del artículo 226-2 CCCat, cabe sostener que la 
intervención del asistente siempre y solo se refiere al ámbito patri-
monial, y puede consistir en actuar conjuntamente con el asistido o 
actuar sólo en la realización de ciertos actos de administración del 
patrimonio. Con respecto al primer supuesto, se sostiene que lo más 
coherente es aproximar esta intervención a la asistencia que presta el 
curador, es decir, a modo de complemento de capacidad 100. En cohe-
rencia con este planteamiento, el artículo 226-3 CCCat predicaría 
que la falta de intervención del asistente desemboca en la anulabili-
dad del acto. Ciertamente, esta interpretación tiene la dificultad de 
explicar cómo se puede complementar la capacidad de alguien que no 
está incapacitado ni siquiera parcialmente, sin embargo considero 
que es la que mejor se compadece con el resto de la regulación, lo que 
probablemente pretendió el legislador al redactar este precepto 101. Es 
coherente también con el artículo 226-6 CCCat que obliga al asistente 
–verdadera obligación y no facultad del juez de solicitarlo, a diferen-
cia de la guarda de hecho– a rendir cuentas si ha administrado los 
bienes de la persona asistida. No se trata de un complemento por falta 
de suficiente capacidad de obrar, sino fundamentada en la propia 
voluntad de la persona que solicita del juez un complemento o una 
asistencia 102. Cabe pensar en el complemento de capacidad de los 
menores emancipados que regula el artículo 211-12 CCCat, porque 
según el artículo 211-7 CCCat, el emancipado actúa jurídicamente 
 99 Palabras textuales del profesor Rivero, cfr. Rivero Hernández, F., Persona y 
Familia..., cit., p. 423.
 100 Cfr., Del Pozo Carrascosa, P., Vaquer Aloy, A., y Bosch Capdevila, E., 
«Les institucions de protecció de la persona en el Dret Civil de Cayalunya, noviem-
bre 2010, consultable en http://www.recercat.net/bitstream/handle/2072/179315/institu-
cions_proteccio_dretcivil.pdf?sequence=1. Véase también, Corominas Malet, A., 
«L’assistència», en Lucas Esteve, A., Dret civil català, vol II, Persona y Familia, Barce-
lona, 2012, p. 175.
 101 y con ello, doy un paso adelante respecto a la opinión vertida en mi artículo del 
año 2011, véase De Barrón Arniches, P., La acumulación de instituciones..., cit., p. 232. 
 102 De nuevo, se percibe poca distancia entre la figura de la asistencia y la del apo-
deramiento voluntario para determinados supuestos de enfermedad o disminución, salvo la 
muy relevante del control de la medida por parte de la autoridad judicial. Cfr. entre la 
doctrina italiana que ha tratado la cuestión, Bonilini, G., Commentario artt. 409 e 410, 
cit., p. 356, y Savorani, G., La designación del administrador..., cit., p. 338.
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como si fuese mayor de edad, o sea, con plena capacidad de obrar 
pero necesita la intervención para complementar su capacidad, del 
cónyuge mayor de edad si está casado, de los progenitores o, en su 
defecto, del curador. Insisto, no siendo una solución absolutamente 
válida en su aplicación al asistido, porque éste es plenamente capaz 
y el menor emancipado sólo se asimila al mayor de edad, es decir 
aún no lo es, sí parece ser la solución que el legislador catalán ha 
querido establecer en el artículo 226-3, en nada comparable con el 
artículo 405 y concordantes del Codice civile 103.
Habría una segunda intervención de asistente, que se refiere a 
su actuación en solitario –sin la persona asistida– para realizar cier-
tos y determinados actos de administración ordinaria del patrimo-
nio de ésta. El juez, a petición del propio asistido, le da potestad 
para llevar a cabo estos actos, aunque sin privar por ello de capaci-
dad para realizarlos también al propio beneficiario de la medida. 
Por último, habría que plantearse la calificación que cabe otorgar a 
la actuación del asistente en el ámbito personal del asistido, espe-
cialmente cuando se refiere a cuestiones relacionadas con la salud.
Sobre estas dos actuaciones del asistente, y a los efectos de 
cooperar en cuanto sea posible a la compleja tarea que se le presen-
ta al órgano judicial de interpretación del artículo 226-2 CCCat, 
podemos preguntarnos si en Cataluña cabe que el asistente, además 
de los supuestos en que intervenga complementando la capacidad 
del asistido (aunque es una persona capaz y actúa por sí), pueda 
tener también en algún caso la facultad de representarle ante terce-
ros, de actuar por su cuenta con plena eficacia jurídica. 
En primer lugar respecto al ámbito personal de la persona asis-
tida, como la definición legal habla de «velar por su bienestar» las 
funciones que puede atribuir el juez pueden ser muy amplias y 
variadas, y referirse tanto a aspectos materiales como jurídicos, en 
función del tipo de apoyo que precise la persona vulnerable. Pero 
en relación al aspecto muy sensible de la salud el legislador ha con-
cretado bastante: «corresponde al asistente recibir la información y 
dar el consentimiento a que se refieren, respectivamente, los artícu-
los 212-1 y 212-2, si la persona asistida no puede decidir por ella 
misma sobre la realización de actos y tratamientos médicos y no ha 
otorgado un documento de voluntades anticipadas». El asistente 
suple, es decir, representa, actúa en nombre de o por cuenta del 
 103 ya hemos comentado que el apartado quinto de este artículo detalla, en cuanto al 
contenido del decreto de nombramiento del administrador de apoyo, que el juez deberá 
especificar el objeto del encargo, y contempla, por un parte ciertos actos que el administra-
dor tiene potestad para realizar en nombre y representación del beneficiario, y por otra 
ciertos actos en los que es el beneficiario quien actúa pero ha de contar necesariamente con 
la asistencia de su administrador de apoyo. Cfr. Bonilini, G., Commentario artículo 405, 
cit., p. 159.
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asistido para recibir información médica y para prestar consenti-
miento a los tratamientos médicos, pero solo si la persona asistida 
no ha manifestado una voluntad opuesta por escrito, según lo dis-
puesto en el artículo 212-3.1 CCCat, y tampoco está en condicio-
nes de decidir por sí misma en el momento en que ha de prestarse 
el consentimiento informado a los tratamientos médicos 104. La 
fuente de este poder de representación atribuido al asistente tendría 
que buscarse en la propia voluntad del asistido, una persona com-
pletamente capaz que en su momento decidió solicitar el nombra-
miento de un asistente con plena constancia de las consecuencias 
legales del otorgamiento de esta medida de protección. El asistente 
le puede representar en las decisiones relativas a su salud, pero 
siempre subsidiariamente, es decir, si la persona ya manifestó en 
un documento de voluntades anticipadas quién debía ser, en susti-
tución suya, el que recibiera la información y decidiera sobre los 
tratamientos médicos, no procede nombrar a un asistente o, al 
menos, no procede asignarle esta tarea. A diferencia de esta solu-
ción legal prevista en Cataluña, en Italia no se reguló nada sobre el 
papel del administrador de apoyo en relación con temas de salud 
del asistido y este vacío legal ha generado, como mínimo, solucio-
nes diversas de los diversos tribunales tutelares 105.
En el ámbito patrimonial cabe plantearse también la representa-
ción del asistente en relación a la administración de los bienes a 
que hace referencia el artículo 226-2.3 CCCat. Literalmente dice 
este artículo: «A petición de la persona asistida, la autoridad judi-
cial también puede conferir al asistente funciones de administra-
ción del patrimonio de la persona asistida, sin perjuicio de las 
facultades de esta de realizar actos de esta naturaleza por ella 
misma». y el fundamento es el mismo que en el caso del comple-
mento de capacidad: la voluntad de la persona asistida –nunca 
puede ordenarlo el juez de oficio–, que en el momento de la inter-
posición de la demanda, solicita que el asistente asuma funciones 
 104 Señala Rivero Hernández que la cuestión más delicada que puede plantearse en 
la práctica es la que atañe a la delimitación de los casos en que la persona protegida está en 
condiciones de decidir por sí misma y cuándo no, situación esta que transfiere la compe-
tencia al asistente. Cfr. Rivero Hernández, F., Persona y Familia..., cit., p. 422, con 
referencia expresa a los artículos 6 y 7.2.a) de la Ley 21/2000, de 29 de diciembre, sobre el 
Derecho de información concerniente a la salud y la Autonomía del paciente. Véase tam-
bién, Bardají Galvez, M.ª D., «Instituciones tutelares como formas de protección del 
incapacitado en derecho civil catalán (especial referencia a la asistencia)», en Llebaría 
Samper, S. (coord.), Un codi per al Dret civil de Catalunya: idealisme o pragmatisme?, 
Barcelona, 2011, p. 194.
 105 Lo más habitual es que los jueces determinen que el administrador de apoyo 
realice una función de asistencia al beneficiario, que es quien presta el consentimiento 
informado en los temas concernientes a su salud, pero con complemento de capacidad. Cfr. 
Decretos de 21 de enero de 2006 (Tribunal de Milán) y 11 de octubre de 2007 (Tribunal de 
Módena), arriba citados.
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de administración de su patrimonio. El paralelismo con los poderes 
preventivos vuelve a plantearse con claridad, el legislador catalán 
ha pretendido poner en manos de las personas vulnerables pero no 
incapaces, un instrumento con el que –contando con el auxilio de 
la autoridad judicial–, puedan diseñar una solución a medida para 
su disminución, solución que lleva consigo la voluntaria dejación, 
siempre parcial, de su capacidad de actuar en el tráfico jurídico. La 
administración que cabe atribuir al asistente se limita a la ordina-
ria, sin que se pueda ampliar a la administración extraordinaria, 
como resulta no solo de este precepto sino también del artícu-
lo 226-6 CCCat 106. Sin embargo, si la administración atribuida al 
asistente implica su capacidad de representación del asistido, pare-
ce una contradicción que estos mismos actos para los que existe la 
asistencia pueda llevarlos a cabo por sí solo el asistido. Esto es, que 
la legitimación para administrar que se confiere al asistente no sea 
incompatible, sino todo lo contrario, con la facultad de la persona 
asistida de seguir administrando sus bienes en consonancia con su 
inmodificada capacidad de obrar. Nada de esto ocurre en Italia, 
donde la legislación ordena al juez delimitar cuales son los actos 
que no podrá ya realizar el beneficiario de la medida de protección, 
porque han sido atribuidos al administrador de apoyo que ostenta 
la representación exclusiva de éste con respecto a tales actos rela-
cionados en el decreto de nombramiento. Es evidentemente que la 
aplicación de la norma catalana puede causar importantes disfun-
ciones, por una parte por la posibilidad de actos incompatibles rea-
lizados por asistente y asistido 107 y, por otra, porque el artícu-
lo 226-3 CCCat contempla la anulabilidad de los actos de la 
persona asistida realizados sin la intervención del asistente, con lo 
que parece que se está presuponiendo una falta de capacidad en el 
asistido. 
La primera solución que podría apuntarse hace referencia a la 
relación interna entre ambos sujetos de derecho. La persona asisti-
da debe contar con que si solicita que su asistente ejerza funciones 
de administración, éste va a poder actuar en su nombre y, en conse-
cuencia, es indispensable la mutua información y toma de decisio-
 106 En este sentido, cabe entender que la administración ordinaria que ha de realizar 
el asistente es muy similar a la que ejerce el guardador de hecho, sobre la que ya se han 
pronunciado los tribunales españoles, cfr., por ejemplo, SAP de Huelva, 4 de marzo de 
2009 (JUR 275451), en la que se declara que el guardador puede cobrar las pensiones de la 
beneficiaria de la protección y aplicar su importe a cubrir las necesidades personales de la 
misma. Según la SAP Valladolid, 1 de febrero de 2005 (AC 550), el guardador tiene legiti-
mación para rescatar un plan de pensiones y dedicarlo al sostenimiento de la persona en 
guarda.
 107 Ocurre lo mismo en el derecho alemán, cfr. García-Ripoll Montijano, M., 
«La nueva legislación alemana sobre la tutela o asistencia (Betreuung) de los enfermos 
físicos y psíquicos: otro modelo», Actualidad Civil, 1999, p. 579.
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nes conjuntas respecto de los actos que el asistido pretenda realizar 
por sí mismo. De la misma manera, se muestra decisivo conocer 
con exactitud cuáles son los actos en los que es necesaria la inter-
vención del asistente, solo o complementando la actuación legíti-
ma del asistido, para evitar posibles impugnaciones de los actos 
realizados. Por ello, parece conveniente la interpretación de esta 
norma en el sentido de exigir del juez que concrete cuáles son los 
actos de administración ordinaria que va a realizar el asistente y, 
entonces sí, la administración corresponde en exclusiva al asistente 
respecto a dichos actos, mientras que la persona asistida, en uso de 
su capacidad de obrar, puede realizar por sí sola el resto de los 
actos de administración y todos los de disposición, a la manera en 
que se prevé para el incapacitado parcialmente y su curador en el 
artículo 223-6 CCCat: unos actos de administración ordinaria del 
patrimonio los realiza el curador –en nuestro caso el asistente– por 
disposición judicial, y otros actos –diferentes, el resto de los no 
atribuidos expresamente– los realiza el asistido 108.
En el ejercicio de las funciones de administración, por analogía 
con el artículo 222-40 CCCat, debe exigirse la diligencia de un 
buen administrador al asistente, con la correspondiente responsabi-
lidad si no alcanza ese estándar. El artículo 226-6 CCCat al remitir-
se al régimen jurídico de la tutela, lo hace expresamente a la nor-
mativa sobre rendición de cuentas ante el juez. Hay otras normas 
de tutela que es factible aplicar al asistente que administra el patri-
monio del asistido, por ejemplo, el artículo 222-23 CCCat que dis-
pone que se debe «depositar o tener en lugar seguro los valores, 
joyas, obras de arte y demás objetos preciosos (…), y debe comu-
nicarlo al juzgado». 
En todo caso, la asistencia debe tener un ámbito no solo parcial 
sino también reducido, es decir, no tiene que referirse a todos los 
actos jurídicos de la persona asistida. Es una consecuencia directa 
del principio de necesidad, y de la coexistencia que se pretende con 
otros cargos de protección más definidos en cuanto a su contenido, 
como el del tutor y el curador. Las funciones del asistente deben 
ser las necesarias para el cuidado de la persona o los bienes de 
quien solicita la medida. El principio de necesidad demanda que la 
esfera de libertad y autonomía de la persona asistida no quede más 
 108 Artículo 223-6 CCCat: «la sentencia de incapacitación puede otorgar al curador 
funciones de administración ordinaria de determinados aspectos del patrimonio de la per-
sona asistida, sin perjuicio de las facultades de ésta para hacer los demás actos de esta 
naturaleza por ella misma». Cabe que un curador solo asuma algunas funciones de repre-
sentación de la persona protegida, que seguiría gozando de capacidad para los otros actos 
jurídicos. Cfr. Zurita Martín, I. y su análisis sobre los negocios inter vivos realizados por 
ancianos no incapacitados, en su obra, Protección civil de la ancianidad, Madrid, 2004, 
pp. 222 y ss.
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afectada de lo estrictamente necesario. Ahora bien, tratándose de 
enfermedades degenerativas, a la vez es oportuno prever, en la 
medida de lo posible, la evolución psíquica o física futura de la 
persona necesitada, al tiempo de constituir la asistencia para otor-
garle la máxima flexibilidad, sin perjuicio, por supuesto de ulterio-
res modificaciones futuras, si fueran necesarias. Así, aunque es la 
persona que necesita asistencia para el cuidado de su persona o 
bienes quien solicita el nombramiento de asistente, el artícu-
lo 226-2.1 CCCat establece que es el juez quien, en la resolución 
de nombramiento, «determina el ámbito personal o patrimonial de 
la asistencia y los intereses de los que debe cuidar el asistente». 
Queda claro, pues, que compete solo al juez fijar el contenido de la 
asistencia, aunque esta conclusión hay que interpretarla con la sufi-
ciente laxitud, puesto que como ya hemos comentado, la fuente de 
la capacidad de actuación que se otorga mediante este procedi-
miento al asistente, es la propia voluntad de la persona que solicita 
la asistencia, la cual expresa cuáles son los actos para los que pre-
cisa al asistente, y el juez debe atender esta manifestación. Bajo 
estas premisas, el arbitrio judicial se extiende tanto a la decisión de 
si la asistencia comprende el ámbito personal, el patrimonial, o 
ambos, y dentro de cada uno de los ámbitos, los concretos intereses 
que debe cuidar el asistente, al modo en que los jueces italianos 
vienen delimitando, de acuerdo con las peculiaridades de su propia 
normativa, las funciones del administrador de apoyo.
6.  MODIFICACIÓN Y ExtINCIÓN DE LA FIGURA DE 
pROtECCIÓN
6.1 MODIFICACIÓN DE LA ASISTENCIA
La modificación y la extinción de la asistencia quedan expresa-
mente previstas en el CCCat y se explican conjuntamente por la 
propia flexibilidad de la figura, así como por el principio de pro-
porcionalidad que preside todas las medidas de protección. De 
manera que si las circunstancias que motivaron el nombramiento 
de un asistente cesan o son objeto de una modificación relevante es 
claro que la medida de protección también deberá sufrir la misma 
suerte, siempre bajo el criterio del interés de la persona sujeta a una 
discapacidad o disminución. 
La asistencia puede ser modificada en el alcance de sus funcio-
nes. Esta modificación puede consistir tanto en la reducción como 
en la ampliación de las funciones del asistente, siempre que ello 
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sea necesario en atención a las circunstancias o, lo que es lo mismo, 
al interés de protección de la persona asistida 109. La asistencia, 
pues, no se presenta como una institución rígida ni en su constitu-
ción ni en su desarrollo, pudiendo acomodarse a la evolución de la 
persona asistida, ya sea reduciendo o ampliando los actos en que la 
intervención del asistente deviene necesaria o confiriéndole más 
ámbitos de administración ordinaria exclusiva. Solo la autoridad 
judicial puede acordar la modificación.
La modificación de la asistencia puede producirse a instancia 
de parte, incluida la persona asistida, según dispone el artícu-
lo 226-4.1 CCCat, pero no sólo de la persona asistida, con lo que se 
produce una diferencia radical con el proceso de constitución de la 
asistencia en el que solo goza de legitimación activa la persona 
necesitada. Literalmente, cualquiera podría interesar la modifica-
ción de la asistencia de otra persona, pero eso no sería razonable. 
Puede apuntarse que el legislador debe estar pensando en los fami-
liares de la persona asistida o cualquiera de las personas que, con-
forme al artículo 222-14 CCCat, está obligada a promover la cons-
titución de la tutela, incluido el Ministerio Fiscal. El asistente, por 
su parte, sólo está obligado a comunicar las circunstancias que 
aconsejen una modificación de la asistencia a la autoridad judicial. 
En cualquiera de los dos casos, a petición de parte legitimada o 
sobre la base de la comunicación presentada por el asistente, la 
modificación es ordenada mediante resolución judicial. y parece 
que, en el segundo caso, nos encontraríamos ante una actuación de 
oficio, por cuanto el asistente no insta la modificación sino que 
cumple su obligación de notificar, y es el juez quien actúa. Esta 
situación, por otra parte, será previsiblemente la más frecuente, 
pues lo lógico es que sea el asistente el que sepa cómo está la per-
sona asistida, si ha empeorado su salud, o se ha mermado su facul-
tad volitiva. A través de esta información proporcionada al juez se 
articula una vía para la adaptación de la asistencia a las nuevas 
situaciones de la persona, que vayan produciéndose.
En Italia el planteamiento parece ser justo el contrario, a mi 
parecer excesivamente alejado de nuestra normativa que configura 
esta medida de protección desde el más escrupuloso respeto a la 
voluntad del beneficiario de la misma. En efecto, en el contexto de 
la máxima flexibilidad en que se desarrolla la administración de 
apoyo, la modificación es una parte connatural de la misma y se 
 109 Rivero Hernández apunta que, además de la ampliación o reducción de funcio-
nes, cabría por esta vía, la modificación consistente en la mejora de la forma de ejercer el 
cargo o de obtener una mayor eficacia de las funciones ejercidas por el asistente, todo ello 
a la vista de las relación que se haya dado hasta ese momento entre asistente y asistido. Cfr. 
Rivero Hernández, F., Persona y Familia..., cit., p. 430.
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configura como una potestad que corresponde al órgano judicial. 
La legislación prevé que el juez pueda adoptar medidas urgentes 
incluso antes de nombrar al administrador de apoyo si las circuns-
tancias lo aconsejan, que pueda prorrogar un nombramiento cadu-
cado y, por supuesto, según reza literalmente el artículo 407 CCIt 
que, en cualquier momento, pueda modificar o completar, también 
de oficio, las resoluciones del Decreto de nombramiento. Dentro 
de esta capacidad de actuación del órgano judicial, de su tarea de 
gestionar la propia figura de protección durante su vigencia 110, 
quedaría incluida también la modificación consistente en el nom-
bramiento de un nuevo administrador de apoyo cuando se ha pro-
cedido a la remoción de quien había sido nombrado en un princi-
pio 111. Aunque todo ello no excluye que se puedan acordar 
modificaciones a instancia de parte no parece ser éste el supuesto 
que se plantea el legislador.
6.2  EXTINCIÓN DE LA ASISTENCIA. LA CONVENIENCIA 
DE FAVORECER LA TEMPORALIDAD DE LA MEDIDA
Respecto a la duración de la asistencia, podemos destacar en 
primer lugar la aportación del Derecho italiano que prevé expresa-
mente la temporalidad de esta medida de protección, de hecho el 
juez ha de indicar por cuánto tiempo nombra al administrador, aun-
que después esté prevista la prórroga o incluso que el nombramien-
to se fije por tiempo indeterminado 112. Este planteamiento de la 
figura como temporal parece adecuado porque resulta acorde con 
el principio de proporcionalidad y con los criterios marcados desde 
la Unión Europea 113, así como con lo dispuesto en otras legislacio-
 110 Téngase en cuenta que la legislación italiana obliga a fijar en el decreto de nom-
bramiento, la periodicidad con que el administrador de apoyo ha de ir informando y dando 
cuentas al juez del desempeño de su tarea, además debe ser informado siempre que haya 
desacuerdos entre el beneficiario y el administrador. Cfr. artículos 405 y 410 CCIt. Resulta 
ejemplificativa, en este sentido, la modificación parcial del Decreto de nombramiento de 
un administrador de apoyo que ordenó el Tribunal de Módena mediante resolución de 10 
de octubre de 2005, en la que se establecía la suspensión temporal del encargo a la persona 
designada como administrador de apoyo, durante el plazo de 60 días. En concreto se sus-
pendía su encargo de administrar la pensión del beneficiario, de 500 € mensuales, y ello a 
partir del informe presentado por el propio administrador en el que refería la oposición 
constante del anciano al que tenía el encargo de proteger, y advertía del grave peligro para 
su salud, que la situación de tensión generada entre ambos podía llegar a provocar. 
Cfr. Cassano, G., L’Amministrazione di sostegno nella giurisprudenza, cit., p. 336.
 111 Cfr. el procedimiento de remoción que prevé el artículo 413 CCIt, al que me 
refiero más en concreto en el apartado octavo de este trabajo. 
 112 Artículo 405 CCIt.
 113 Cfr. Principio 14 de la Recomendación núm. R 99 4 del Comité de Ministros del 
Consejo de Europa.
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nes del entorno, como la alemana o la francesa 114. Sin embargo, 
lamentablemente en Cataluña no cabe el transcurso de un plazo 
como causa de terminación de esta institución, sino que es necesa-
rio poner de manifiesto el cambio de la situación objetiva o subjeti-
va que haga innecesaria la permanencia de la figura de protección.
Así, el artículo 226-5 CCCat determina en su apartado primero 
tres causas de extinción: a) el fallecimiento y la declaración de 
fallecimiento o de ausencia de la persona asistida; b) la desapari-
ción de las circunstancias que determinaron su constitución; c) la 
incapacitación de la persona asistida. La primera de las causas es 
estrictamente objetiva: si muere la persona asistida o se declara su 
ausencia, la asistencia pierde su sentido, pues no hay funciones que 
cumplir. La tercera es una consecuencia del carácter no incapaci-
tante de la asistencia: si la persona queda sin facultades intelectivas 
y resulta incapacitada, la asistencia no es el cargo protector idóneo, 
sino que procede la tutela o la curatela. Pero la ley no habla de 
incapacidad natural sobrevenida como causa de extinción. Expre-
samente exige que se incapacite a la persona que antes estaba suje-
ta al régimen de la asistencia. Lo cual permite entender que esa 
falta de capacidad no declarada en un procedimiento de incapacita-
ción, encaja mejor en la segunda de las causas previstas, esto es, la 
desaparición de las circunstancias por las que se constituyó la asis-
tencia. Así, la pérdida de facultades intelectivas lo mismo que la 
remisión de la disminución física o psíquica de la persona condu-
cen a la innecesariedad de la asistencia, o bien porque es preciso 
una medida de otro orden, o bien porque ya no es procedente nin-
guna medida de protección: la persona puede actuar por sí sola en 
todos sus ámbitos y el asistente, que recordemos tiene carácter sub-
sidiario, deviene prescindible. El artículo 226-5.2 CCCat indica 
que la autoridad judicial debe declarar el hecho que da lugar a la 
extinción de la asistencia y debe dejar sin efecto el nombramiento 
del asistente.
En cuanto a la legitimación activa para solicitar la extinción de 
la asistencia, de nuevo se establece que la autoridad judicial pueda 
decidir «a instancia de parte», es decir, de persona que no sea ni la 
asistida ni el asistente, pues la legitimación de este ya la especifica 
el artículo 226-4.2 CCCat, limitándola a la obligación de comuni-
car al juez cualquier modificación de las circunstancias que afectan 
 114 Según el artículo 69 de la Ley de Jurisdicción voluntaria de Alemania, la dura-
ción de las medidas de protección ha de ser limitada, y han de ser sometidas a revisiones 
periódicas. En sentido parecido, la Ley francesa de Protección de Mayores de 2007 pone 
de manifiesto que el criterio rector de la proporcionalidad implica, no sólo que las medidas 
hayan de adaptarse a cada caso en particular y revisarse regularmente, sino que tengan un 
tiempo de caducidad; en concreto la salvaguarda de justicia caduca al año (pudiéndose 
renovar por otro nuevo año).
160 Paloma de Barrón Arniches
ADC, tomo LXVI, 2013, fasc. IV
a la persona asistida. Por consiguiente, en consonancia con cuanto 
he dicho antes, entiendo que están también legitimados los familia-
res más próximos de la persona asistida, quizá pensando en los 
casos en que la persona protegida ya no se encuentra en condicio-
nes de solicitar la extinción. Si la causa de la extinción es la mejo-
ría física o psíquica de la persona asistida, lo lógico es que fuera 
ella misma quien lo solicitara, pero si no lo hiciera, de la misma 
forma que cuando me refería a la modificación de la figura de pro-
tección, cabe entender que, a partir de la obligación de informar 
que afecta al asistente, pueda articularse una extinción de oficio 
por parte del juez, para adaptarla a la nueva situación de la persona 
capaz, entre otras cosas porque tal solución está en consonancia 
con el principio de mínima intervención y, además, establece un 
cauce para que el asistente pueda liberarse de una responsabilidad 
que ya no procede por causas objetivas. Si la causa fuera, en senti-
do inverso, la incapacidad natural sobrevenida de la persona asisti-
da, el informe del asistente previsto en el artículo 226-4.2 CCCat 
puede conducir al juez al convencimiento de que ya no concurren 
las circunstancias para la asistencia y, en consecuencia, a decidir, 
por un lado la extinción de la figura por desaparición de las cir-
cunstancias que motivaron su constitución y, por otro, el traslado 
del preceptivo informe al Ministerio Fiscal para que inste la inca-
pacitación de la persona vulnerable 115.
En cualquier caso, no debe olvidarse que la asistencia es una 
institución de protección de constitución judicial, luego sólo por 
este cauce podrá extinguirse. En este punto, la asistencia se aleja 
del mandato o de los poderes preventivos con los que la equipará-
bamos en el momento de su constitución. La asistencia se constitu-
ye por la sola voluntad de la persona que precisa de protección 
pero no puede extinguirse sólo por esta causa, sino que ha de con-
currir alguno de los motivos tasados en la norma y que el juez lo 
determine mediante la correspondiente resolución. 
7.  LOs ACtOs DEL AsIstENtE Y DEL AsIstIDO EN EL 
tRáFICO JURíDICO. LA IMpUGNACIÓN DE LOs 
ACtOs JURíDICOs
Cabe plantearse en este apartado las consecuencias de la actua-
ción del asistente y del asistido en el tráfico jurídico, esto es, desde 
la perspectiva de la defensa de los intereses de los terceros que 
 115 En el derecho italiano esta posibilidad queda expresamente recogida en el artícu-
lo 413 CCIt.
 La asistencia como institución para la protección de las personas... 161
ADC, tomo LXVI, 2013, fasc. IV
interactúan con uno y con otro, la posibilidad de impugnación de 
los actos jurídicos contrarios a Derecho. Así, son varios los proble-
mas que pueden plantearse, especialmente si el juez no ha delimi-
tado con total precisión el contenido de su resolución, qué actos de 
administración ordinaria de los bienes corresponden a uno o a otro, 
qué requisitos ha de observar el asistido para realizar válidamente 
ciertos actos por ejemplo de disposición de lo bienes etc. En primer 
lugar, podría darse el solapamiento de actos del asistente con los 
del propio asistido y, en segundo lugar, podría ocurrir que fuera 
necesario anular ciertos actos realizados sin la intervención del 
asistente impuesta por el juez. 
Con respecto al primer problema apuntado, la doctrina ha 
defendido que si se dan solapamientos entre los actos del asistente 
y del asistido deberán aplicarse las reglas generales sobre doble 
disposición válida 116 y, además, es evidente que el tercero perjudi-
cado por la incompatibilidad de los actos simultáneos del asistente 
y del asistido, podrá instar la acción de responsabilidad y solicitar 
una indemnización por daños y perjuicios al asistido, que es plena-
mente capaz y que, en su caso, podrá repetir contra el asistente, si 
no le ha informado adecuadamente de los actos realizados en su 
representación, o por haber actuado en contra de sus deseos o inte-
reses.
Por su parte la anulabilidad de los actos del asistido realiza-
dos sin la intervención –cuando es necesaria– del asistente, 
queda expresamente prevista en el artículo 226-3 CCCat, de un 
modo muy similar al que se prevé para la anulación de los actos 
de quien está incapacitado parcialmente y sometido a curatela 
(art. 223-8 CCCat). Tiene legitimación para solicitar la anulabili-
dad de estos actos la propia persona asistida o el asistente, el tutor 
–si se llega a incapacitar a la persona vulnerable–, y los herederos 
de la persona asistida –si esta fallece–. En todo caso, el plazo para 
entablar la acción de anulación es el habitual de cuatro años, que se 
cuenta desde la celebración del acto jurídico –para la anulación 
instada por el asistente o por el asistido–, desde el fallecimiento de 
la persona asistida –para los herederos– o desde la constitución de 
la tutela –para el tutor–. Así pues, la norma, tal y como está redac-
tada, podría permitir al asistido ir contra sus propios actos, de una 
manera que incluso cabría calificar de contraria a la buena fe, por 
lo que se hace necesaria una interpretación correctora de la norma 
de manera que la legitimación del asistido sólo nazca en el momen-
to en que se extinga la asistencia, si esto llega a suceder, a la mane-
 116 Habría que recurrir al criterio de la prioridad en el tiempo y al de la buena fe, 
entre otros. Cfr. Rivero Hernández, F., Persona y Familia..., cit., p. 425.
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ra en que se prevé para el menor emancipado o para el sujeto a 
curatela.
Es claro que esta norma exige una interpretación restrictiva, 
básicamente porque la anulabilidad presupone la falta de capaci-
dad de obrar y la persona asistida conserva su capacidad de obrar 
plena. Tal contradicción no puede salvarse fácilmente, y el juez no 
tiene la facultad de obviar esta consecuencia impuesta por el legis-
lador, cuando se dan los presupuestos de la misma. Se muestra 
imprescindible, por tanto, la concreción máxima de la resolución 
judicial para saber cuáles son los actos que requieren la interven-
ción del asistente, pues solo estos podrán ser anulados. Solo pue-
den serlo aquellos que estén relacionados con las funciones de la 
asistencia, y siempre que se trate de actos jurídicos, por lo que se 
puede sostener que siempre serán actos relacionados con la admi-
nistración del patrimonio de la persona asistida, y que ésta haya 
realizado por sí sola sin la intervención del asistente 117. Con res-
pecto a los terceros, el régimen de anulabilidad implica que el 
negocio jurídico viciado que ha concertado con una persona sujeta 
a este régimen de protección resulta válido y eficaz, produce todos 
sus efectos jurídicos mientras no se inste la acción, o si transcurre 
el plazo de prescripción sin que se interponga. 
En este punto conviene analizar la solución que propone el 
derecho italiano en el artículo 412 CCIt, que regula conjuntamente 
los actos del administrador de apoyo y del beneficiario de la medi-
da y establece el remedio de la anulabilidad en los siguientes térmi-
nos: «Los actos realizados por el administrador de apoyo con vio-
lación de disposiciones legales o extralimitándose con respecto del 
objeto del encargo recibido o a los poderes otorgados por el juez, 
puede ser anulados a instancia del administrador de apoyo, del Fis-
cal, del beneficiario o de sus herederos o causahabientes. Pueden 
ser igualmente anulados a instancia del administrador de apoyo, 
del beneficiario, o de sus herederos los actos realizados personal-
mente por el beneficiario con violación de las disposiciones legales 
o de las contenidas en el decreto que instituye la administración de 
apoyo. Las acciones descritas prescriben en el plazo de cinco años. 
El plazo se inicia en el momento en que cesa la sujeción al régimen 
de protección de la administración de apoyo» 118. El sistema italia-
no prevé un régimen de anulabilidad más completo que el catalán, 
que afecta a los actos contrarios a la ley o a las instrucciones del 
juez tutelar tanto del asistente como del asistido, inspirado en el 
 117 Cfr. Rivero Hernández, F., Persona y Familia..., cit., p. 423. El remedio de la 
anulabilidad nunca puede afectar al ámbito personal del sujeto asistido.
 118 Artículo 412 CCIt, la traducción es mía. Cfr. Cassano, G., L’Amministrazione di 
sostegno nella giurisprudenza, cit., pp. 89-102.
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régimen de anulabilidad de la curatela y del menor 119 con legitima-
ción del ministerio público en orden a una eficaz sanción de cual-
quier incumplimiento, en cualquier sentido, que pueda producirse 
durante el desarrollo de la figura de protección 120. Con ello se pro-
duce, obviamente, un incremento sustancial de la protección, del 
control de los actos, pero también un mayor acercamiento de esta 
figura a las que llevan consigo la limitación de la capacidad de 
actuar de la persona vulnerable.
En Cataluña ninguna norma prevé la impugnación de los actos 
realizados por el asistente. Ello no es un problema en el caso de los 
actos que se han de realizar conjuntamente por el asistente y el 
asistido, porque sin la participación de ambos el acto no será com-
pletamente eficaz. La dificultad aparece con respecto a los actos 
que realiza en exclusiva el asistente, en los que, he sostenido, puede 
darse la representación o actuación por cuenta del asistido, siempre 
referida a la administración de los bienes. Tampoco hay disposi-
ción alguna sobre los actos que, en este ámbito, han de quedar suje-
tos a la obtención de autorización judicial por parte del represen-
tante. Por ello, es difícil defender directamente la aplicación 
analógica del artículo 222-46 CCCat, sobre la anulabilidad de los 
actos realizados por el tutor sin contar con la preceptiva autoriza-
ción judicial. De modo que solo cabe pensar en la acción de res-
ponsabilidad para solicitar indemnización por los daños que pueda 
llegar a ocasionar el asistente en su actuación como administrador. 
La legitimación para su ejercicio será, obviamente, de la persona 
asistida, sus herederos y el tutor que, en su caso, pudiera ser nom-
brado si el asistido resultara finalmente incapacitado. Pero frente al 
tercero con el que se ha contratado, el acto realizado por el asisten-
te debe considerarse plenamente válido y eficaz.
8.  LA REspONsABILIDAD DE qUIEN EJERCE EL 
CARGO DE pROtECCIÓN
En la línea de lo que se viene exponiendo sobre los problemas a 
que el ejercicio de la asistencia tal y como está regulada en Catalu-
ña puede dar lugar, parece conveniente reflexionar sobre la respon-
sabilidad de quién ejerce el cargo de protección. Como punto de 
 119 Cfr. Bonilini, G., «L’amministratore di sostegno», en Bonilini, G., y Tom-
maseo, F., Commentario Codice civile, cit., p. 465.
 120 Señala Lenti que en estos casos se puede dictar la anulación incluso cuando no 
hay mala fe por parte del otro contratante, cfr. Lenti, L., Los instrumentos de protección 
patrimonial del discapacitado..., cit., p. 503.
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partida, hay que considerar la aplicación por remisión de las nor-
mas de la tutela, que contemplan tanto la posibilidad de remoción 
del incumplidor como la rendición de cuentas, la cual en el caso de 
la asistencia solo podrá exigirse, señala el artículo 226-6 CCCat, en 
el supuesto de que el asistente haya administrado los bienes de la 
persona asistida. 
La rendición de cuentas, según la dicción del artícu- 
lo 222-49 CCCat, ha de efectuarse por el asistente en el plazo de 
seis meses desde la extinción de la medida de protección, prorroga-
bles tres meses más por resolución judicial si hay causa justa. El 
asistente rendirá cuentas de sus actuaciones y, en este contexto, 
deberá hacerlo de todos aquellos actos de administración que no 
hayan redundado en beneficio de la situación patrimonial del asis-
tido, aunque tales actos se consideren plenamente válidos frente a 
los terceros intervinientes en el negocio jurídico, también de todos 
aquellos actos que, aún siendo beneficiosos, se hayan realizado sin 
observar el deber de informar al asistido, o sin respetar en la medida 
de lo posible, sus deseos o intereses. Si el asistente muere sin haber 
procedido a la rendición de cuentas, se transmitirá esta obligación 
sus herederos. Asimismo, según el apartado siguiente del precepto, 
si no se observa esta obligación en el plazo previsto, el representante 
legal de la persona asistida o sus herederos dispondrán de tres años 
desde el vencimiento del plazo para reclamar la rendición de cuen-
tas. Los gastos que se generen por al rendición de cuentas son a 
cuenta del patrimonio del asistido. Igualmente la rendición de cuen-
tas será aplicable en los supuestos de cese por remoción del asisten-
te, según se dispone en el artículo 222-50 CCCat. La propia remo-
ción se regirá por las normas de la tutela (art. 222-33 CCCat), por 
cuanto el artículo 226-6 CCCat no la regula en sede de asistencia. 
Ahora bien, hay que resolver cómo se alega la concurrencia de la 
causa de remoción, pues no hay tutor ni administrador patrimonial, 
y es difícil que el juez de oficio pueda conocer la situación tratán-
dose de una persona que está afectada por una disminución que no 
es incapacitante. Por ello, deben jugar un papel activo las personas 
obligadas a solicitar la constitución de la tutela, además por supues-
to de la posibilidad que asiste a la misma persona asistida de poner 
en marcha este proceso para la remoción del asistente. Probable-
mente el legislador catalán debiera haber previsto un sistema más 
ágil de sustitución de la persona del asistente, en atención tanto a 
las concretas funciones que realiza el asistente en comparación con 
las del tutor, como a la propia situación de capacidad de discerni-
miento de la persona asistida evitando, así, un proceso largo como 
el de remoción que posee carácter judicial.
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El derecho italiano sí que ha regulado más concretamente, tanto 
las responsabilidades que afectan al administrador de apoyo 121, así 
como la posibilidad de adopción de diferentes medidas, incluida la 
revocación del cargo, en caso de que incurra en actos o decisiones 
perjudiciales, prescinda de su obligación de informar, o actúe con 
negligencia en la defensa del interés o las necesidades o deseos del 
beneficiario 122. éste, el Miniterio Fiscal o los otros sujetos desig-
nados en el artículo 406 123 pueden recurrir ante el juez tutelar, para 
que adopte mediante decreto motivado las oportunas medidas. 
Ello, al margen del recurso a la anulabilidad de los actos realizados 
por el administrador de apoyo con violación de lo dispuesto en el 
decreto de nombramiento o en la norma legal que ya prevé el artí-
culo 412 CCIt, lo cual sitúa ya a la persona vulnerable en una situa-
ción de mayor protección que la prevista en Cataluña, frente a cual-
quier actuación en el tráfico jurídico que pudiera perjudicarle.
El procedimiento es breve y está previsto tanto para la extinción 
de la propia figura de la administración de apoyo si ya no es nece-
saria, como para el cese o sustitución de la persona que ejerce el 
cargo, también por causa de haber incurrido en algún incumpli-
miento: se dirigirá solicitud motivada al juez tutelar la cual se noti-
ficará también al beneficiario y al administrador de apoyo, y el juez 
resolverá sobre esta petición mediante decreto motivado, ordenan-
do si lo estima necesario que se le proporcione la información 
necesaria o que se practiquen determinadas pruebas. Por remisión 
al 384 CCIt sobre la remoción del tutor, se entiende que el adminis-
trador no puede ser cesado sin haber sido oído por el juez, y que 
éste puede pedirle toda la información que precise sobre el modo 
en que ha desempeñado su tarea, todo ello a los efectos de la poste-
rior acción de responsabilidad contra el administrador doloso o 
negligente.
 121 Cfr. artículo 410 CCIt.
 122 Cfr. artículo 413 CCIt.
 123 El artículo que designa a las personas que tienen legitimación para solicitar el 
nombramiento de un administrador de apoyo.
